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INTRODUCCION 

En el capitulo l.· Realizo UD Desarrollo Ejecutivo de los antecedentes históricos del 

Ministerio Público en México, tomando como base su integración. 

La triple influencia francesa, española y rasgos exclusivamente mexicanos. La constitución 

de 1857 solo reconocía la Administración Central Federal configurada en las secretarias de 

despacho, motivo por el cual el Ministerio Público fue puesto bajo la subordinación directa 

de la Secretaria de Justicia, la cual a la postre, obstaculizó y dejo como mera figura 

decorativa a esta institución. En cambio el Poder Judicial conservó para sí la persecución de 

los delitos y las facultades de resolver en definitiva las controversias penales. La Refomta de 

1900 solo desvinculó a la institución de UD poder a otro y no así sus facultades. De aquí que 

la única novedad que introdujo ésta refomta, fue que el Ministerio Público seria wt órgano 

independiente del Poder Ejecutivo, aunque mal instalado y que se otorga. a favor del 

Procurador General de la República, la jefatura de la institución. La constitución de 1917, 

arroja diversas refomias en fomta trascendental en sus artículos 21 y 102, en las cuales se 

advierte la tajante desvinculación que hace del Ministerio Público y el Juez, confiriéndole al 

primero de ellos la facultad exclusiva de investigación y persecución de los delitos, así como 

el mando de la policía judicial Consignándose las atn1mciones penales del Procurador 

General. resahando, la jefatura de este sobre la institución y la de ser el Consejero Juridico 

del Gobierno Federal El artículo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduria General de la 

República, determina que el Procurador General goza de las atnlmr.iones inherentes a la 

institución del Ministerio Público Federal. Por lo tanto es de considerarse como un agente 

de la misma, solo que con UD rango de jerarquía superior a los demás, debido a la jefatura de 

la institución y la titularidad de la dependencia, además de poseer facultades personales 

derivadas del artículo 102 Constitucional y que el artículo 10 de ésta ley marca en el sentido 

de catalogarlas como no delegables por ser propias y de intervención personal de este. 
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El capítulo II.· Después de realizar un breve estudio sobre la organiz.ación del estado de 

derecbo y hacer referencia al presidencialist00 eo sus diferentes concepciones me aboco al 

estudio de la naturaleza jurídica de la Procuraduría General de la República, ésta se 

eocueotra dentro de la fenomenología del derecho administrativo, al establecerse dentro de 

su estructura, la forma de centralización administrativa y al ser una dependencia rurecta del 

Poder Ejecutivo Federal, de descentralización administrativa, al tener delegaciones de 

circuito desconceotradas. El articulo 89 fracción II constitucional, faculta al Presidente de la 

República para nombrar y remover h'bremente, entre otros al Procurador General de la 

República, de lo que se deriva que es uno de sus más cercanos colaboradores. El 

Procurador en consecuencia, es el Servidor Público que jell!tura a la institución del 

Ministerio Público Federal, integrados ambos en la Procuraduría General de la República, 

que es una dependencia de la Administración Pública Central, subordinada al Poder 

Ejecutivo de la Federación y ya no una Secretaría Jurídica, la que quedo suprimida por el 

artículo 14 traositorío de la vigente constitución el cual a la letra dice; "Articulo 

Decimocuarto.· Queda suprimida la Secretaría de Justicia". 

El Minislerio Público Federal es un todo orgánico, que aunque claro, compuesto por 

personas lisicas nombradas agentes del Ministerio Público Federal y presidida por el 

Procurador General Estos tienen las atribuciones propias de esta en el ejercicio de las 

funciones, materializados por la Dependencia del Ejecutivo Federal, denominada, 

Procuraduría General de la República, la que será auxiliada, por las unidades técnicas 

administrativas y de apoyo que necesite. El antagonismo de funciones que señala el Lle. Luis 

Cabrera y sostenido por la segunda de las teorías a que se hace referencia en este estudio 

solo es aparente, ya que cuando el Procurador General lleva a cabo sus funciones no 

delegables lo hace no con carácter de agente, sino con la tónica de abogado del Gobierno 

Federal Cuando el Procurador realiza los atrt'buto inherentes a la jellltura de la institución 

que preside, ejecutaodo por si o por medio de sus agentes el monopolio de la acción penal y 



sus ücuhades susceptibles de delegación, lo hace como primer agente del Ministerio Público 

Federal 

En el capítulo ID.· Hago referencia al aniculo 16 Constitucional y a los párrafos de éste que 

fueron refonnados el día 3 de septiembre de mil novecientos noventa y tres, en donde 

analim y especifico el motivo de dicha reforma en cuanto a la función del Ministerio Público 

Federal al realizar Ja averiguación previa y en cuanto a su repercusión en Jos procesos 

judiciales, considero éste capítulo como la parte medular de mi tésis y doy una orientación 

más clan con respecto a la actividad investigadora del Ministerio Público Federal así como 

facilitar el entendimiento de ésta por los particulares y litigaotes. 

El capítulo IV.- El cual titúlo como; "La Vigilaocia de la Constitucionalidad y Legalidad", es 

donde analizo las lilcultades de la institución del Ministerio Público Federal en sus funciones 

constitucionales, resaltando su carácter de representante social y la juridicidad del estado de 

derecho. 



CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES DEL MINISTERIO PUBLICO 

J.J •• GRECIA. 

Pretendo ubicar el precedente más remoto del Ministerio Público dentro del ámbito 

de las instituciones del Derecho Griego, aunque la actividad represiva se ejerció por medio 

de la venganu privada, en sus origenes. 

Así pues, es de resaltarse que en el derecho ático, era el ofendido por el delito, el que 

ejercitaba la acción penal ante los tnlmnales, confirmándose así, que regíA el principio de la 

acusación privada. Posteriormente la acusación popular al dejar atrás el pensamiento de que 

fuese el ofendido por el hecho delictivo, precisamente el comisionado para acusar, por lo 

que se puso el ejercicio de la acción penal, en manos de un ciudadano imparcial, con lo cual 

se realizó una muy imponante reforma en el procedimiento, ya que se creó así la poS1oilidad 

de que un tercero desprovisto de sentimientos de venganu privada y de pasión, persiguiese 

al responsable y procurase su castigo o por el contrario el reconocimiento de su inocencia. 

Esto último como una aplicación de real justicia social y de una mejor aplicación del 

derecho. 

Por lo tanto, los conocedores del tema pretenden encontrar en el TEMOSTETI su 

antecedente histórico, quienes poseían con el derecho griego el encargo de denunciar los 

delitos ante el senado o ante la asamblea del pueblo, pan que designara un representante 

que ponara y sostuviese la acusación. 



J.2.-ROMA. 

En Roma existía un.a división de las actividades judiciales, una ante el magistrado (IN 

JURE) y otra ante un juez (IN JUDmO) aunque en Roma todo ciudadano estaba &cuitado 

para promover la acción penal, tal y como se desprende de las llamadas LEGIS ACTIONES, 

en las cuales se mencionaba la MANUS INIECTIO, que era claramente una aprebemión 

coiporal privada que efectuaba el sujeto acreedor sobre la persona del sujeto deudor cuando 

éste no quería dar cumplimiento a una condena judicial, de tal forma que el acreedor podla 

pasar exhfüiéndolo públicamente por un ténnino de sesenta días en el merc.ado, una vez cada 

veinte días, para saver si alguien pagaba la deuda, y en e.aso contrario lo podía vender, o 

privarlo de la \ida. 

Se dice que el poder de los magistrados estaba otorgado con la denominación de 

POTESTAD o de IMPERIUM. Entre las atnbuciones de dicho magistndo se encontraba la 

de un poder de administración y de policía, que abarcaba el derecho de imponer c.astigos 

coiporalcs. 

También en Roma algunos de los hombres más prominentes, como Catón y Cicetón 

fueron los poseedores del ejercicio de la acción penal en representación de los ciudadanos. 

Posteriormente como lo señalamos con antelación ésta tarea se le designó a los magistndos, 

como los CURIOSI, STATIONARI o !NEARCAS, que desempeñaban funciones policiales, 

así como a los PERFECUS URBIS en las ciudades; los PROCONSULES, los ADVOCA TI 

FISCI y los PROCURA TORES CESARIS de la etapa imperial, que si bien inicialmente 

fueron considerados como administradores de los bienes del príncipe, con posterioridad 

llegaron a tener importancia en las cuestiones administntivas y judiciales en que se 

efectuaban o tenía interés el fisco. 



De lo anterior, es de comprenderse que todo ciudiulano en Roma estaba fawhado 

para promover la acción popular, asilo hace notar Manduca, citado por el Doctor Juventino 

V. Castro, en el sentido de que "cuando Roma se hizo la ciudad de infames delatores que, 

causando la ruina de integros ciudadanos, adquirían honores y riqueus; cuando el romano 

se adormeció en una indolencia egoísta y cesó de consagrarse a las acusaciones públicas, la 

sociedad tuvo la necesidad de un medio para defenderse, y de aquí nace el procedimimto de 

oficio, que comprende el primer origen y el primer germen, del Ministerio Público en la 

antigua Roma representando la más alta conciencia del derecho". (1) 

/;J.- FRANCIA. 

Históricamente se percató de la importancia y relevancia de la creación de un órgano, 

que dependía del estado y que a la véz se encargára de la persecución de los delitos, dando 

paso asi al sistema inquisitivo, que a pesar de que éste cae en el desprestigio por el error de 

darle esa persecución de los delitos al juez, transformándolo en juez y parte, el estado crea 

un ente público no transitorio que será el encargado de llevar la acusación ante el poder 

judicial 

El Ministerio Público nació en Francia, a consecuencia de las transformaciones de 

orden político y social introducidos en éste país por la victoria de la revolución de 1873, 

surgió formalmente el periodo de la acusación estatal. 

(1) Castro v. Juventino, "El Mirústerio Público en México", No. ed.. quinta; edit. Pomia. México 1983. 

pag. 2. 



Las leyes expedidas por la asamblea constituyente de esa época conformaron, el 

antecedente inmediato del Ministerio Público. En la monarquía, las jurisdicciones formaban 

pane integrante de Jos funcionarios al seivicio del Soberano quien impanía la justicia y bajo 

su mando estaba, tanto la prerrogativa a Ja vida, como a la muene, con la justificación de 

que a él le correspondia ésto, por derecho divino. 

La institución tuvo su origen en Francia, con Jos procuradores del rey que fueron 

producto de la monarquía francesa del siglo XIV, creados para la defensa de los intereses 

del principe y del estado, enmarcados en las ordenanzas de 1522, 1523 y 1586, se dividía en 

dos funcionarios reales, que eran: El procurador del rey que estaba comisionado para 

atender los actos del procedimiento y el abogado del rey que se encargaba del litigio en 

todos y cada uno de Jos negocios que le interesaban al monarca o a las personas que estaban 

bajo su protección. Durante este periodo el Ministerio Público asume Ja caracteristica de 

representante del poder ejecutivo ante el judicial, por que entonces no se configuraba aún Ja 

teoria de la división de poderes, por Jo tanto se trata de una magistratura independiente. 

La revolución francesa trató de transformar en cieno modo estas dos dependencia s. 

porque si bien es cieno que se quiso dar término a toda tradición, no fue posi'ble hacerlo de 

manera total ya que éstas siguieron guardando dependencia del poder ejecutivo y las 

funciones que se les encomendaron eran de requerimiento y de acción, concediéndoles 

además cieno margen de h'benad para el cumplimiento de su cometido, de tal manera que se 

le encargaron las funciones que estaban reservadas al procurador y al abogado del rey, a 

comisarios encargados de promover la acción penal y de ejercitar las penas y a los 

acusadores públicos, que debíao sostener Ja acusación en el juicio. 

Inicialmente el Ministerio Público francés estaba seccionado en dos: Una pane 

dedicada a la atención de negocios civiles y la otra para los penales, que se asignaba según 
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las disposiciones de la asamblea constituyente, al comisario del gobierno o al acusador 

público. 

En el nuevo sistema, se unieron las dos acciones y se estableció que ninguna 

jurisdicción estaria sin la concurrencia del Ministerio Público. Se ha establecido que el 

Ministerio Público vio la luz por vez primera en la época de la monarquía y se tomo como 

punto de partida de está institución, la ordenBl17.B de LUIS XIV en 1670, aunque fueron las 

leyes de la asamblea constituyente las que dieron origen al modificarse las instituciones 

político-sociales en Francia en el articulo 22 del código Brumario ailo VIII, restableció la 

figura del procurador general que se conservó en las leyes napoleónicas de 1808 y 1810 y 

por la ley del 20 de abril de 1810, el Ministerio Público quedó de6nitivamente organizado 

como institución jerárquica, dependiente del poder ejecutivo. 

En la primera república, el Ministerio Público se mantuvo firme y lo mismo sucede en 

el primer imperio, obteniendo su máxima definición en la segunda república, al reconocerse 

su independencia en relación al poder ejecutivo. 

El Ministerio Público francés tuvo a su cargo, ejercitar la acción penal, perseguir en 

nombre del estado, ante la jurisdicción penal a los responsables de un delito, intervenir en el 

periodo de ejecución de sentencia, representar a los incapacitados, a los hijos naturales y a 

los ausentes. En los crimenes intervenía de manera preferente, sobre todo cuando se 

estimaba que se afectaban los intereses del público; en los delitos y en las controversias sólo 

actuaba de manera subsidiaria. Se determinaron con precisión las funciones encargadas al 

Ministerio Público y la policía judicial, conforme al artículo 80. del código de instrucción 

criminal, la policia judicial investigaba los crimenes, delitos y las controversias, reunía las 

pruebas y entregaba a los autores de los crimenes a los tnl>unales encargados de 

sancionarlos. 
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En el artículo 16 del código brumario, se expresaba que el auxiliar del Ministerio 

Público o sea la policía judicial se constituía para conservar el orden público, la libertad, la 

propiedad y la seguridad individual 

Las funciones de la policía judicial se atnouían a los jueces de paz y a los oficiales de 

gendarmería. Posteriormente el artículo 21 del código brumario, año IV, extendió ésta 

función a los guardias campestres y forestales, a los alcaldes de los pueblos y a sus 

auxiliares, a los comisarios de la policía, a los procuradores del rey, a los jueces de paz y a 

los de instrucción. 

Los prefectos del departamento de Paris, son facultados por sí mismos o con la 

ayuda de los oficiales de la policÍll judicial a proceder a la investigación de los delitos, 

crímenes o contravenciones y a poner a los responsables, a disposición de los tribunales 

encargados de juzgarles. 

En el caso de delitos fiagrantes, se desahogaban las diligencias más urgentes y se 

buscaban las pruebas que demostrasen la existencia de los delitos y una vez que eran 

probados se les instruÍJln procesos verbales. 

Estos procesos verbales que formaban el período procesal, eran de gran utilidad para 

el Ministerio Público el cual lo llevaba a cabo pita ejercitar o no, la acción penaL pero las 

diligencias realizadas en esta etapa poseían diferente valor probatorio, en tanto que las 

diligencias practicadas por agentes inferiores de la policÍJI, .sin el control y vigilancia del 

Ministerio Público eran sólo una información de los hechos, sin embargo las encomendadas 

a los substitutos del procurador o a sus auxiliares, concedían fuerza probatoria plena. 
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En el desarrollo de las funciones de la policía judicial, la vigilancia y conuol de la 

averiguación quedaba en manos del procurador del tnounal de apelación. 

Esto es, que en Francia el ofendido por un delito que no lograba que el Ministerio 

Público ejecutará la acción penal, demandaba la intervención de las jurisdicciones de 

segunda instancia por medio del recurso de revisión, ya que estas también fonnaban parte de 

la policía judicial, lo que no sucede en México. En las contravenciones no era indispensable 

que concurriera el Ministerio Público con el ofendido, pero en todo caso éste tenla el 

derecho de vigilar que el proceso continuara su marcha nonnaL 

La legislación francesa estableció una incompati'bilidad absoluta enue las funciones 

de acción y de requerimiento que constillÚan el ejercicio de la acción penal y las funciones 

de Ja policía judicial que comprendlan la investigación previa, ya que solo intervenla el 

procurador del rey en el desarrollo de los procesos verbales de una manera excepcional 

cuando se trataba de crímenes flagrantes para evitar que se destruyesen las pruebas, 

reduciendo su intervención exclusivamente, a dos puntos: el primero era comprobar el 

cuerpo del delito y el segundo tomar declaraciones de los testigos presenciales, debiendo dar 

inmediato aviso al juez de instrucción en tumo. 

Tuvo precaución el legislador francés de evitar que el Ministerio Público enviase las 

funciones encargadas a la judicatura del procurador del rey y se encargaba de éstas 

funciones el fiscal general; los abogados fiscales y los substitutos, no podían desempeiiar 

funciones de policía judicial, solo de conuol y vigilancia en las actuaciones que se 

practicaban. 
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La mYestigación de los delitos se ejercía bajo la autoridad de los ttiblllllics, pero 

siempre bajo la vigilancia del proCW'ldor. 

J.4.- ESPANA. 

En España existió la promotoril fiscal desde el siglo XV, como un legado del 

derecho Canónico. Hay que notar que el "Fuero-Juzgo", plasmaba una magistralllrl para 

actuar ante los tribWllles en caso de que no hubiera un mteresado que acusara al 

delincuente; este funcionario era mandatario panicular del monarca en cuya representación 

actUlbl. 

Los promotores fiscales actuaban en representación del rey siguiendo al pie de la 

letra sus instrucciones. 

Las atnlmciones de los promotores fiscales estnban en vigilar lo que acontecía ante 

los tnbunales del crimen y en actuar de oficio, a nombre del pueblo, cuyo representante era 

el soberano. 

En la novísima recopilación, hbro V, titulo XVII, se reglamentaron las fimciones del 

Ministerio FlSCll. 

En las "Ordenlil7.lls de Mcdilll", en 1849, se menciona a los fiscales, después con 

Felipe 11, se crearon dos fiscales, uno para actuar en los juicios cMles y otro para los 

criminales. 

Por otra parte el proCW'ldor fiscal como parte de la real audiencia, aC!Ulndo en favor 

de las causas públicas y en aquellos asuntos que tenla mtcrés la corona; protegía a los indios 
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para obtener justicia, tanto en lo civil como en lo criminal; defendía la jurisdicción y el 

patrimonio de la hacienda real y también integraba el tn1mnal de la inquisición. 

En relación al tribunal de la inquisición; el Maestro Floris Marga Dant, dice " ... Que 

la persecución de los delitos estaba a cargo de los obispos que pertenecían a una 

organización que dependla directamente de Roma, la cual había surgido en la lucha cruel 

contra los Albigenses, y desde los Reyes Católicos que habían pedido a Sixto IV que Castilla 

se viera favorecida por el establecimiento de un Tn'bunal permanente al Santo Oficio de la 

Inquisición, en 1778 el Tn'bunal se componía de dos inquisidores y un acusador fiscal". (2) 

Durante el periodo de Felipe V, se tuvo la pretensión de abolir las promotorias en 

Espada por decreto del 10 de noviembre de 1713, pero la idea no fue bien acogida y se 

desechó por unanimidad de los tribunales espailoles. 

En el decreto del 21 de junio de 1926, el Ministerio Público Fiscal actuó bajo la 

dependencia del ministerio de justicia. Era una magistratura independiente de la judicial y 

sus funciones eran removibles, el cual se componía de un procurador fiscal ante la Corte 

Suprema de Madrid, auxiliado por un abogado general y otro asistente, existiendo además, 

los procuradores generales en cada corte de apelación o audiencia provisional ayudados por 

sus asistentes. 

(2).Floris Marga, Dant, "Introducción a la Historia del derecho Mexicano", No. ed. primera, edlt. Instituto 

de Investigaciones Jurídicas/ U.N.A.M .. Mé•ico, 1971. pag. 120. 
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J.5.- EL SURGIMIENTO Y EJIOLUCION DEL MINISTERIO PUllLJCO 

COMO INSTITUCION EN MEXICO. 

En relación a la evolución histórica del Ministerio Público en México, debemos 

atender al desarrollo profesional de la situación politico-so.W de la cultura prehispíni.::a en 

el territorio nacional 

Entre los aztecas imperaba un sistema de normas para regular el orden y sancionar 

toda conducta hostil a las costumbres y usos sociales, el poder del monarca se delegaba en 

distintas atribuciones a funcionarios judiciales; en el caso del TIA TOANI, quien 

representaba a la divinidad y gozaba de la hllertad de disponer de la vida a su ubitrio. Entre 

sus atn'buciones se encontraban; la de acusar y perseguir a los delincuentes, aunque 

generalmente !JI delegaba a los jueces, quienes auxiliados por los alguaciles y otros 

funcionarios, se encargaban de aprehender a los delincuentes. 

Con el choque de las dos cuhuras, en el fenómeno de !JI conquista, emergieron 

múltiples destnanes y abusos de parte de los conquistadores, tanto funcionarios como 

particu!Jlres que abusaban de su poder para cometer todo tipo de atropellos. 

En re!Jlción a la persecución de los delitos, imperaba como consecuencia inmediata, 

una total anarquia, autoridades civiles, militares y religiosas, eran inafectables en sus 

atn"buciones. 
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En relación a lo anterior el Maestro Colín Sánchez nos comenta que " ... La 

persecución del delito en esta etapa, no se encomendó a una institución o funcionario en 

panicular; sino que se la otorgaron al virrey, a los gobernadores, las capitanías generales, los 

corregidores y muchas otras autoridades quienes tenían atnouciones para ello". (3) 

En la recopilación de Indias la ley del S de octubre de 1626 y 1632, disponía: "En 

nuestra merced y voluntad que en cada uno de las reales audiencias de Lima y México baya 

dos fiscales; uno que sirva de plaza, en todo lo civil, y el otro, en lo criminal". (4) 

El Ministerio Público en México tiene profundas raíces en la institución de 

promotorias fiscales que existieron durante el virreinato. El diccionario Juridico-mexicano, 

señala " ... La legislación española que se aplicó durante la época colonial denominó a los 

integrantes de esta institución promotores o procuradores fiscales", con tres atn1mciones 

especiales: 

a).· "Defensores de los intereses tnoutarios de la corona, actividad de la 

cual tomaron su nombre. 

b).- Perseguidores de los delitos y acusadores del proceso penal. 

c).- Asesores de los Tnounales, en especial de las audiencias, con el objeto 

de vigilar la buena marcha de la administración de justicia". (5) 

(3) Colín Sánchez~ •0erecho Mexicano de Procedimientos Penales"; No. ed. sex~ edil. Porrua. México 

1980. pag. 96. 

(4) CastroJuventino~ •El Mirústerio Público en México·~ No. ed. quinta; edil. Porrúa. México 1983. pag. 6. 

(5) Lombardo A. Horado y otros; "DiccionarioJuridico Mexicano"; T.VI; No. ed. prime~ edil. Instituto de 

lnV<Stigaciones Jurídicas U.N.A.M., México 1984. pags. 185 y 186. 

17 



A partir de las leyes de recopilación, se menciono al promotor o procurador fisca~ 

que 110 intcivenla en el proceso sino basta la iniciación del plenario, Felipe 11, en el año de 

1565, se preocupo por su peñeccionamiento y dictó disposiciones para organizarlo, pero se 

advierte que la institución no constituyó una magistratura independiente, y si inteivenla el 

promotor en el proceso, era solo parte integrante de las jurisdicciones. 

Se le cita en la ordenanza de 9 de mayo de 1587, que fue reproducida en México por 

la ley de 8 de junio de 1823, creándose un cuerpo de funcionarios fiscales en los tnbunales 

del crimen. 

En el decreto de 9 de octubre de 1812, se estableció que en la audiencia de México 

habria dos fiscales. 

La institución de la fiscalía mencionada en la constitución de Apatzingán de 22 de 

octubre de 1814. expresaba que el supremo tnbunal de justicia, contarla con dos fiscales 

letrados, uno para el civil y otro para el criminal. Lo mismo se establecía en la constitución 

federalista de 4 de octubre de 1824. 

Al respecto el Doctor Juventino V. Castro, rnnnifiesta que: "Nacido México a la vida 

independientes, siguió rigiendo con relación al Ministerio Público lo que establecía el citado 

decreto de 9 de octubre de 1812. ( 6) 

(6) Caslro V, Juventino, "El Ministerio Público en México", No. ed. quinta~ edit. Pomia. México 1983. 

pag. 3. 
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La ley de 23 de noviembre de 1855 expedida por el presidente Comonfort extendió 

Ja intervención de Jos procuradores o promotores fiscales a la justicia federal En el 

proyecto de constitución de 1857 enviado a la asamblea constituyente, se hacía referencia 

por vez primera al Ministerio Público en el artículo 27, estableciendo que a todo 

procedimiento del orden criminal debe preceder querella o acusación de parte ofendida o 

instancia del Ministerio que sostenga los derechos de la sociedad; es decir; que el ofendido 

podría directamente ocurrir ante el juez y ejercitar acción penlll, también podría iniciarse el 

proceso a instancia del Ministerio Público, como representante de la sociedad, y el ofendido 

conservaba una posición de igualdad con el Ministerio Público sobre la acción penal 

El 15 de junio de 1869, Don Benito Juárez expidió la ley de jurado, esta disponía en 

sus artículos 4 y 8 de tres promotorias fiscales para los juzgados de lo criminal quienes 

intervenían en los procesos, desde el auto de formal prisión. 

Los promotores fiscales representaban a la parte acusadora y los ofendidos por el 

delito, podrían valerse de ellos para llevar las pruebas de su parte y el juez las admitla o las 

rechazaba bajo su responsabilidad. 

Estos promotores fiscales no podian considerarse como verdaderos representantes 

del Ministerio Público, ya que su actuación era nula en el sumario ya que el ofendido por el 

delito estaba para suplirlos y su independencia era muy relativa y objetable. 

En el código de procedimientos penales del 15 de septiembre de 1880 se estableció al 

Ministerio Público, una magistratura instituida para pedir y auxiliar la pronta administración 

de justicia, en nombre de la sociedad y para defender ante los tnllunales los intereses de esta, 

en tanto que la promotoria fiscal que se integraba por la policía judicial tenía por objeto la 

investigación de los delitos, la reunión de las pruebas y el descubrimiento de sus autores, 

cómplices y encubridores. 
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El código de procedimientos peo al es de 22 de mayo de 1894 estableció la figura del 

Ministerio Público como un miembro de la policía judicial y como auxiliar de la 

administración de justicia. 

En la exposición de motivos redactada por el secretario de justicia e instrucción 

pública eo el gabinete del Presidente Don Porfirio Díaz, el Llceociado Don Ignacio Mariscal, 

estableció las reglas generales para que el despacho fuera uniforme eo los tnounales del 

crimen, procurando estirpar corruptelas introducidas eo éstos, adoptando medios para ser 

pronta y expedita la administración de justicia peoal 

En este particular debe mencionarse la organización completa que da al Ministerio 

Público, institución que como es bien sabido, tieoe por objeto promover y auxiliar la 

administración de justicia en sus diferentes ramos, con el establecimiento de un jefe de ese 

ministerio que estaba en contacto con la administración y bajo la subordinación del 

presidente de la república. 

Al respecto el autor Franco Villa estableció; "Constitúyase al Ministerio Público 

eo un vigilante continuo de la conducta que observeo los magistrados y jueces, así como 

sus dependientes imponiéndoles la obligación de acusarlos siempre que inñinjan sus 

deberes". (7) Obligaciones que no existían con la teosión necesaria, por cuya razón la 

responsabilidad judicial dependió en muchos casos de que los particulares quisieran y 

pudieran exigirla. 

(7) Franco Villa, .lo&é: "El Ministerio Público Federal"; No. ed. primera; edil. Pomia, México 1984. pags. 53 

y 54. 
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Por otra parte la ley de orgllliz.ación del MiniBtcrio Público Federal y reglamentación 

de sus funciones de 1909, sujetó tanto al procurador general como a la institución del 

Ministerio Público Federal al ámbito de la secretaria de justicia, dependiendo 

administrativamente de ésta según lo dispuesto en su artículo IS fracciones IV, XI. XVI, 

xvm. l' XXI, de la misma ley. 

Así también, otorgaba al procurador general, la promoción por si o por medio de un 

auxiliar de los negocios civiles y penales de competencia de los tribunales federales, de 

conformidad con lo establecido en sus artículos 16 fracción 111 inciso a) y 16 fracción n. 
Manifestaba que los agentes del Ministerio Público Federal ejercitaran la acción penal desde 

las primeras diligencias de investigación. 

De lo anterior es posi'ble entender la subordinación administrativa de que era objeto 

el procurador general y la institución del Ministerio Público Federal a la secretaría de 

justicia, con lo cual se dejaba firme la unidad de la institución y su cabal funcionamiento. 

Entre la asamblea constituyente que se congregó en la ciudad de Querétaro en 1917, 

se consideraron en su seno de manera extensa los lrticulos 102 y 21 constitucionales al 

Ministerio Público. 

Al presentarse a discusión el artículo 21, dentro de la trigésima primera sesión 

ordinaría del congreso conslituyente, surgieron grandes dudas al respecto del contenido del 

proyecto mandado por el primer jefe, por la forma de su redacción, ya que se podria 

interpretar que el 'Ministerio Público quedaba casi en la misma posición que ocupó en la 

constitución de 185 7, pero gracias a la intervención del Diputado Macias se pudo entender 

un poco más esta concepción al decir que: 
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" ... La Policía. el Poder Administrativo persigue a Jos delincuentes mediante su 

órgano, que es el Agente del Ministerio Público; el Agente del Ministerio Público desempeña 

esta función con los awdliares que tieoe al efecto, o sea la policía judicial La refonna 

consiste en acabar con esa amalgama que había hecho las leyes anteriores conservando el 

Poder Judicial enteramente indcpendieote del Poder Administrativo, y por otra pane, 

descentraliundo al Poder Judicial de sus funciones, al convenirse en el inquisidor de todos 

Jos hechos que amerite la aplicación de una Ley Penal..." (8) 

Pero aún después de está aclaración, persistieron las dudas y confusiones en el 

constituyente, ocasionadas por la redacción del propio articulo, en consecuencia, en la 

trigésimo novena sesión ordinaria, el C. secretario leyó el dictamen modificado del articulo 

que se discutía y un voto panicular del C. Albeno Colunga, que decía: 

" ... Artículo 21, la imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial. Incumbe a la autoridad administrativa el castigo de las violaciones a Jos 

reglamentos de policia, el cual únicamente consistirá en muha o arresto hasta por treinta y 

scis horas. pero si el infractor no pagara la multa que se le hubiese impuesto. se pennutara 

ésta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de quince días también 

incumbe a la propia autoridad la persecución de los delitos por medio del Mmislerio Público 

y de la Policia Judicial que estaría a disposición de este ... " (9) 

(8) Constitución de 1917, an. 21y102.· Ante el Congreso Constituyente de Querélaro; interpretación del 

Ministerio Público por el Diputado Macias. 

(9) De Pilla Ratael; •Diccionario de Derecho"~ No. ed. sépti~ edil. Pomia. México 1978. p;ig. SJ 
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Lo que se prestaba a una interpretación errónea en el sentido de que por amplitud, 

toda autoridad administrativa, como la municipal podía perseguir los delitos, 1 lo que el C. 

Albeno Colunga propuso en su voto panicular una nueva redacción de éste anículo en los 

siguientes ténninos: 

... "Articulo 21. La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la policía judicial, la 

cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél Compete a la autoridad 

administrativa el castigo de las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, el 

cual únicamente consistirá en multa o arresto hasta por treinta dias, pero si el infractor no 

pagaré la multa que se le hubiese impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, 

que no excederá en ningún caso de quince días ... " (10) 

De tal forma que en la Constitución de 1917, quitó la facultad de ejercer la actividad 

persecutora e investigadora de los delitos a los jueces de lo criminal otorgáodosela al órgano 

estatal del Ministerio Público exclusivamente, poniendo bajo su mando y autoridad a la 

policía judicial en el ejercicio de sus funciones, estableciendo que el Ministerio Público 

estaña integrado dentro del poder ejecutivo, y en materia federal se le reconoció al 

procurador general la jefatura de la institución atnlmyendo cierras filcultades personales a 

éste conforme al anículo 102, de las cuales se hablará más tarde en el desarrollo de éste 

trabajo, así como el establecer dos ámbhos de competencia del Ministerio Público, uno en 

materia del fuero común y otro en materia del fuero federal. 

(JO) Fraga Gal»no; "Derecho Administrativo"; No. ed. vigesimoteraora; edit. Porrúa, Mé>tico 1984. pag. 165 
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En !919 se expidió 11 ley de organi?.ación del Ministerio Público Federal y 

reglamtDtación de sus funciones, introduciendo las novedades relativas a que la institución 

tendría a su disposición y bajo sus órdenes inmediatas a la policía judicial (artículo 4), 

facuhaba tanto al Ministerio Público Federal como al procurador general a ejercitar la acción 

penal (artículos 2 y 17 fracciones 1y11), así como el hecho de establecer una dependencia 

directa entre éstos y el presidente de la república y ya no por medio de la secretaria de 

justicia, la que fue suprimida por el artículo 14 transitorio de la constitución de 1917. 

He aquí que está ley estableció y reconoció al procundor general y al Ministerio 

Público autoridad y mando de aquél, la característica de ser una dependencia de la 

administración pública federal. 

L.t ley reglamentaria del articulo 102 constitucional de 1934, volvió a asentar las 

facultades de ejercicio de la acción penal por pane del Ministerio Público Federal y del 

procurador general (anículo 1 y 18 fracción ll), así como la subordinación de la policía 

judicial a !A institución (articulo 2) mencionando a los au.xiliares de la policía federal (anículo 

3) y una serie de funcionarios y empleados del Ministerio Público Federal (artículo 4), y por 

último creo el consejo jurídico del gobierno a nivel dependencia (artículos 41 a 48). 

En la ley orgánica del Ministerio Público Federal reglamentaria del anículo 102 de la 

constitución política de 1942, se encomendó a la institución del Ministerio Público Federal el 

ejercicio de la acción penal pero ya no al procurador, aunque sin embargo se le atn1Juyó la 

'igi!Ancia de la constitucionalidad a ambos (anículos 2 fracciones 1, N y 19 fracción X). 

De lo que es de observarse que se dejaba al procurador general como un jefe 

administrativo del Ministerio Público Federal y consuhor jurídico del gobierno, 

concediéndosele a la institución la representativid•d de la federación en cualquier juicio. 
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La ley orgánica del Ministerio Público Federal de 1955, \'OMÓ a establecer las 

caracteristicas de la ley que le antecedía en ciertos aspectos, con la salvedad de que se 

otorgará al procurador general la facultad para resolver en definitiva, sobre los casos del no 

ejercicio de la acción penal. sobre el desistimiento de ésta cuando se fonnularan 

conclusiones no acusatorias y cuando al fonnularse las conclusiones no se comprendiera 

algún delito que resultara probado durante la instrucción; o bien fueran contrarias a las 

constancias procesales o si en ellas no se cumpliera con los requisitos que establecía la ley 

procesal. (artículo 15 fracción VIII), dando aquí la posi"bilidad de la delegación de funciones 

del procurador general al Ministerio Público Federal. dando un matiz diferente a la jefatura 

de la institución. 

Ahora bien, la ley de la procuraduria general de la república de 1974 revistió una 

gran importancia, ya que contó con mejor técnica jurídica que las anteriores y por primera 

vez se babló de la procuraduría general de la república, debido a que esta ley no tan solo 

organizaba al Ministerio Público Federal y a su titular, sino también a todas las unidades 

administrativas de auxilio a la institución, estableciendo textualmente la jefatura del 

Ministerio Público Federal al procurador general (artículos 2, 3 y 19) dando por tal causa 

una diversidad de interpretaciones que llegaron al extremo de diferenciar al procurador 

general. de la institución del Ministerio Público Federal 

Por otra pane en esta ley, queda la representación de la federación en cualquier 

juicio en manos del Ministerio Público Federal asi como el ejercicio de la acción penal y el 

procurador general en la posición de abogado del gobierno federal y jefe administrativo de la 

dependencia. 
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Fmalmcnte la ley orgánica de la procuraduria general de la república de 1983, 

caracterizó al procurador general y al Ministerio Público Federal en fonua un tanto más 

concordante con los artículos 21 y 102 constitucionales como en los capítulos conducentes 

se verá. 
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CAPITULO SEGUNDO 

Z.1.-El. FUNDA.MENTO CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO PUBLICO. 

Sin lugar a dudas, el fundamento constitucional de esta institución se encuentra en 

los artíc:ilos 21 y 102 de la constitución de 1917. 

Al respecto, es de mencionarse que en la constitución de 1857, los artículos 21y91 

señalaban respectivamente: 

Art. 21. " ... La aplicación de las penas propiamente tales, es e1'clusiva de la autoridad 

judicial La política administrativa sólo podrá imponer, como corrección, hasta quinientos 

pesos de multa o un mes de reclusión, en los casos y modos que expresamente determine, la 

ley ... "(11) 

An. 91. "... La Suprema Corte de Justicia se compondrá de once ministros 

propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un Procurador General.." (12) 

(11) Serra Rojas, Amires; "Derecho Administrativo"; T.I; No. ed. primera; edil. Pcmia, México 1982. pag. 

491. 

(12) Sena Rojas, Andres; Op. Cit. pag. 491. 
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De la lectura de los preceptos transcritos, es de entenderse la razón por la cual el 

órgano jurisdiccional actuará como juez y parte en los procedimientos por ellos planteados, 

dando motivo a innumerables corruptelas que atentaban de manera decisiva en contra del 

interés público. De aquí que fuere necesario separar al Minislerio Público y sus funciones 

del órgano jurisdicciona~ dándole al primero una dependencia del poder ejecutivo y al 

segundo del judicial. tal como lo planteó el secretario de justicia del gabinete de Don 

Porfirio Díaz en la exposición de motivo a la reforma de este precepto constitucional la que 

se materializó el 22 de mayo de 1900, quedando de la siguiente manera: 

Articulo 91. " ... La Suprema Corte de Justicia se compondrá de quince ministros y 

funcionará en el tnlmnal pleno o en salas, de la manera que establezca la ley ... " 

Artículo 96. " ... La ley establecerá y organizará los tnbunales de circuito, los 

juzgados de distrito y el Ministerio Público de la Federación. 

Los funciona1ios del Ministerio Público de la Federación y el procurador general de 

la república que ha de presidirlo, serán nombrados por el ejecutivo ... " 

Solamente quedó Ja interrogante de que ¿como se organizaría el Ministerio Público?, 

lo que en aquella época se trato de aliviar relacionando el articulo 96 reformado con el 

artículo 85 fracción Il y 86 de la constitución de 1857, en el sentido de que estos dos 

últimos sólo reconocian a la administración central federal configurada en las secretarías del 

despacho, y no podia concebirse un órgano de ésta administración fuera del ambito de 

aquellas secretarías, motivo por el cual el Ministerio Público fue puesto bajo la 

subordinación directa de la secretaría de justicia, la cual a la postre, obstaculizó, y dejó 

como mera figura decorativa al Ministerio Público. En cambio el poder judicial conservó 

para si la persecución de los delitos y las facultades de resolver en definitiva las 

28 



controversias penales, siendo como anteriormente a la reforma de 1900 de juez y parte en 

éste tipo de procedimientos, ya que solo se desvinculó la institución de un poder a ouo y no 

asi sus lilcultades. 

De aquí que la única novedad en esta reforma, es que el Ministerio Público seria un 

órgano independiente del poder ejecutivo, aunque mal instalado y que otorgará a filvor del 

procurador general de la república, la jeliltura de la institución del Ministerio Público de la 

Federación. 

De lo anterior resulta comprensible que su aplicación generó múltiples abusos y 

desvíos de poder, de abí pues, la necesidad social que orillo al constituyente de 1917 a su 

reforma, prueba de ello, se encuenua en el mensaje que Don Venustiano Carranz.a dirigió al 

congreso constituyente de Querétaro el 1° de diciembre de 1916, que en lo relativo al 

Ministerio Público expresó: 

El artículo 21 de la constitución de 1857 dio a la autoridad administrativa la facultad 

de imponer "corrección basta quinientos pesos de multa, o hasta un mes de reclusión en los 
casos y modos que expresamente determine la ley", reservando a la autoridad judicial la 

aplicación exclusiva de las penas propiamente tales. 

Este precepto abrió una anclúsima puerta al abuso, pues la autoridad administrativa 

se consideró siempre en posi'bilidad de imponer sucesivamente y a su voluntad, por cualquier 

falta imaginaria, un me; de reclusión, mes que no terminaba en mucho tiempo. 

La reforma que sobre este particular se propone, a la vez que confuma a los jueces la 

facultad exclusiva de imponer penas, sólo concede a la autoridad administrativa, castigar la 

infracción de los reglamentos de policía, que por regla general sólo da lugar a penas 

pecuniarias y no a reclusión, la que únicamente se impone cuando el infractor no puede 

pagar la multa. 

Las leyes vigentes, tanto en el orden federal como común, han adoptado la 

Institución del Ministerio Público, pero tal adopción ha sido nominal, por que la fiwción 
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asignada a los representantes de aquél, tiene carácter meramente decorativa para la recta y 

pronta administración de justicia. 

Los jueces mexicanos han sido, desde la consumación de la independencia hasta hoy, 

iguales a los jueces de la época colonial; ellos son los encargados de averiguar los delitos y 

buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre se han considerado autorizados a emprender 

verdaderos asaltos contra los reos, para obligarlos a confesar, lo que sin dudo alguna 

desnaturaliz.a las funciones de la judicatura. 

La misma organiz.ación del Ministerio Público, a la vez que evitará ese sistema 

procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda dignidad y toda respetabilidad de la 

magistratura, dará al Ministerio Público la imponancia que le corresponde, dejando 

exclusivamente a su cargo la persecución de los delitos, la busca de los elementos de 

convicción, y la aprehensión de los deliocuentes. 

Por otra pan e, el Ministerio Público con la policía judicial represiva a su disposición, 

quitará a los presidentes municipales y a la policía común la posibilidad que bosta hoy ha 

tenido de aprehender a cuantas personas juzgan sospechosos, sin más requisitos que su 

criterio particular. 

Con la institución del Ministerio Público, tal como se propone, la hllenad individual 

quedará asegurado; porque según el artículo 16 constitucional; nadie podrá ser detenido sino 

por orden de la autoridad judicial, la que no podrá expedirla sino en los términos, y con los 

requisitos que el mismo artículo exige. (13) 

(13) Pérez de León Enrique 01>. Cit. pag. 116 
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En lo relativo al artículo 102 de la carta magna, el dictamen presentado al congreso 

constituyente, conservo íntegramente el te:1.10 del proyecto de Carranza y, en la 54' sesión 

ordinaria fue aprobada sin discusión y por unanimidad de 150 votos, al decir que: 

La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos funcionarios serán 

nombrados y removidos por el Ejecutivo de acuerdo con la ley respectiva. debiendo estar 

presididos por un Procurador General, el que deberá tener las mismas cualidades requeridas 

para ser l'>finistro de la Suprema Corte de Justicia. 

"Incumbe al Mínisterio Público de la Federación, la persecución ante los tnaunales, 

de todos los delitos del orden federal; y, por lo mismo, a él le correspondera solicitar las 

órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten 

la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la 

administración de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas e intervenir 

en todos los negocios que la ley determine. 

El Procurador General de la República intervendrá personalmeqte en las 

controversias que se susciten entre dos o más estados de la unión, entre un estado y la 

federación y entre los poderes de un mismo estado. En todos los negocios en que la 

Federación fuese parte, en los casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en los 

demás casos en que deba intervenir el Ministerio Público de la Federación, el Procurador 

General lo hará por sí o por medio de sus agentes. 

El Procurador General de la República será el consejero juridico del gobierno tanto 

él como sus agentes serán responsables de toda últa, omisión o violación a la ley, en que 
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incurran con motivo de sus fiwciooes. 

Como resultado de la refonna introducida a Jos artículos 21 y 102 de la constitución 

vigente, se advierten varios cambios en la regulación del Ministerio Público, en virtud de que 

se le desvinculó del juez de instrucción, confiriéndosele en el primero de los preceptos 

e-0nslitucionales, la facultad exclusiva de la investigación y persecución de los delitos, así 

como el mando de Ja policía judicial y además, el consignarse en el citado articulo 102 las 

atnbuciones del Procurador General de la República, además de las que se le habían 

e-0nferido a partir de la ley orgánica del 16 de diciembre de 1908 como jefe del Ministerio 

Público, también se le asignó una nueva ücultad, inspirada en la figura del A TTORNEY 

GENERAL de los Estados Unidos de América, es decir, la relativa a la asesoría juridica del 

ejecutivo federal 

Por tal motivo la reforma constitucional señalada anteriormente, otorgó en forma 

única y exclusiva el monopolio del ejercicio de la acción penal a la institución del Ministerio 

Públie-0, quedando los estados de la república constreñidos al acato de los mandatos 

constitucionales, est:iblecicndo en sus respectivas eutidaJes ~sta institución. 

Al Ministerio Público se Je dotó de las funciones de acción y requerimiento, 

persiguiendo y acusando ante los tribunales a los responsables de un delito, impidiendo así al 

juez de lo penal actuar de oficio, ya que se necesita que se excite su función jurisdiccional 

por la institución, mediante el acto de la consignación de tal fonna que los jueces de lo 

criminal pierden su carácter de policía judicial, desempeñando solamente funciones 

decisorias. Consecuentemente los particulares no pueden ocurrir directamente ante los 

jueces e-0mo denunciantes o querellantes, pues lo harán precisamente ante el Ministerio 

Públie-0 para que este, dejando satisfechos los requisitos de procedibilidad y legalidad 

promueva la acción penal correspondiente. 
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Por lo que respecta a la policla judicial, esta tiene a su cargo la investigación de los 

delitos, la búsqueda de las pruebas y el descubrimiento de los respons..bles, debiendo estar 

bajo el control y la vigilancia del Ministerio Público. 

Además se reafirma enérgicamente la jefiltura del Ministerio Público que ejerce el 

Procurador General de la República, teniendo los atnl>utos inherentes a la institución como 

otros de carácter personal, de confonnidad a lo dispuesto por los párrafos tercero, cuarto y 

quinto del articulo 102 constitucional como anterionnentc se ha descrito. 

2.2.- LA LEY ORGANJCA DE LA PROCUI«DURJA GENERAL DE LA 

REPUBLICA 

La ley orgánica de la Procuraduria General de la República expedida el 17 de 

noviembre de 1983 y publicada en el diario oficial del 12 de diciembre del mismo año, entro 

en vigor el 13 de marzo de 1984, abrogó en su aniculo segundo transitorio a la ley de la 

Procuraduria General de la República del 27 de diciembre de 1974, publicada en el diario 

oficial de la federación del 30 de los mismos mes y año, que en su contenido viene a dar a 

luz y claridad a los cometidos constitucionales del Procurador General y del Ministerio 

Público de la Federación que la anterior ley no había tratado correctamente. 

Esta ley establece en su articulo 1, que la Procuraduría General de la República es la 

dependencia del poder eje.:utivo donde se integra la institución del Ministerio Público 

Federal y sus órganos auxiliares directos, para el despacho de los asuotos que aquélla y a su 

titular, en su caso, atnouyen los articulas 21 y 102 constitucionales; esta ley, orgánica y los 

demás pre.:eptos legales aplicables. 

Además, esta ley en su artículo segundo sei!ala de manera específica las funciones de 

la institución del Ministerio Público Federal pre.:edida por el Procurador General y a la 
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Procuraduria Cñ:neral de La República de conformidad con el articulo 102 constitucional 

asimismo, el articulo 10 de esta ley, marca el sentido de catalogarlas como no delegables por 

ser propias y de intervención personal del Procurador Cñ:neral. 

De lo anotado en el párrafo anterior se observa que el Procurador General de la 

República goza de las atnouciones inherentes a la institución del Ministerio Público Federal. 

Por lo tanto es de considerarse como un agente de la misma, solo que con un rango 

jerárquico superior a los demás, debido a la jefatura de la institución y a la titularidad que 

ejerce de La dependencia. 

Los artículos comprendidos del 3 al 9 se desarrollan desglosando las fracciones del 

articulo segundo de esta ley orgánica, eu forma tal que se comprende en que consiste cada 

una de estas funciones atnouidas al Procurador General y al Ministerio Público Federal. 

La primera de ellas consagrada en los artículos 2 fracción 1 y 3 fraccióu 1 de la ley 

que se comenta, es La de vigilar la observancia de los principios de constitucionalidad y 

legalidad en el ámbito de su competencia que comprende la intervención del Ministerio 

Público como pan e en todos los juicios de amparo, promoviendo la estricta aplicación de la 

ley y la protección del interés público conforme al articulo 103, fracción XV de la 

constitución y por el articulo 5, fracción IV, de la ley de amparo; además de la facultad del 

Procurador Cñ:neral de proponer al titular del poder ejecutivo las reformas constitucionales 

necesarias para la exacta observancia de la constitución; también el Ministerio Público 

Federal debe vigilar la correcta aplicación de la ley en todos los lugares de detención, prisión 

o reclusión de reos federales. 

Además dentro de este mismo rubro, se plasma la novísima atribución de la 

recepción de quejas de los particulares por parte del Ministerio Público, sobre actos de otras 

autoridades que no constituyan delitos del orden federal, con el fin de que aquel las ponga en 

conocimiento de la autoridad a la que le corresponda resolver, orientando legalmente al 

interesado sobre la atención del asunto de que se trate. 

La segunda de estas obligaciones que se traducen en facultades, se encuentra prevista 

por los anículos 2 fracción 11 y 4 de la ley orgánica de la Procuraduria General de la 

República; consistente en la promoción de la pronta, expedita y debida procuración e 

impetración de justicia, donde el Ministerio Público Federal debe participar en el estudio, 

promoción y ejecución de programas y acciones tendientes a la procuración de justicia, 
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conforme a lo ordenado en el artículo 26 constitucional, por la ley de planeación y el plan 

nacional de desarrollo. 

El Procurodor General deberá proponer al Presidente de la República las medidas 

que convengan para el mejoramiento de la procuración e impanición de justicia, escuchando 

la opinión de los funcionarios encargados de estos servicios públicos, así como de otras 

personas y sectores que por su especialidad pueden aportar elementos de juicio sobre la 

materia de que se trate, además puede denunciar ante el presidente de la sala que 

corresponda, según el caso, las contradicciones que se observen en las tesis sustentadas por 

las salas de la Suprema Corte o por los TnlJUnales Colegiados de Circuito a efecto de que el 

pleno o la sala resuelvan como sea procedente, según lo previsto por el artículo 107 fracción 

Xill, párrafo segundo constitucional y por el numeral 195 de la ley de amparo, además, el 

Ministerio Público de la Federación venirá su opinión para los fines anteriores, cuando la 

denuncia de tesis contradictorias provenga de los ministros de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación o de salas de esta, Tribunales Colegiados de Circuito o partes en los juicios de 

amparo de acuerdo al artículo 107 fracción xm párrafo primero de la misma constitución. 

La representación de la federación. es el tercero de los atnlmtos que le indican a la 

institución y al Procurador General los artículos, 2 fracción m y el 5 de la ley orgánica de 

esta Dependencia. Aquí el Procurador General intervendrá como parte en los juicios de 

amparo en defensa de los intereses patrimoniales de la federación, en los términos previstos 

por el artículo 107 fracción V inciso "c", de la constitución y 9 de la ley de amparo, además 

actuará como representante de la Federación, en todos los negocios en que aquella sea parte 

o tenga interés jurídico. 

El Ministerio Público Federal también participa como coadyuvante en los negocios 

en que sea parte o tengan interés juridico las entidades de la administración pública federal, 

siempre y cuando así lo disponga el Presidente de la República o cuando lo soliciten los 

coordinadores de sector correspondiente, en este último caso, el Procurador acordará lo 

pertinente tomando en cuenta la importancia que el asunto revista para el interés público. 

Al respecto la reforma que adicionó un segundo párrafo a esta fracción del artículo 5 

de la ley orgánica de la procuraduría general de la república, publicada en el diario oficial el 

27 de diciembre de 1991, vigente a partir del 26 de enero de 1993, manifiesta que tanto los 

coordinadores del sector y, por acuerdo de éstos, las entidades paraestatales, deberín hacer 

del conocimiento de la Procuraduría General de la República los casos en que aquellas 
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fimgen como partes coadyuvantes o que de cualquier fonna comprometan sus funciones o 

sus patrimonios, ante órganos extranjeros dotados de atribuciones jurisdiccionales, con la 

finalidad de que la Procuraduría se mantenga al tanto de los procedimientos respectivos y 

solicite la información correspondiente, motivo por el cual, si a juicio del Procurador el 

asunto reviste importancia para el interés público, formulará las obSCJVaciones o sugerencias 

que juzgue conducentes. 

Además el Ministerio Público Federal de acuerdo con la fracción m del artículo 3, 

deberá intervenir en su carácter de representante de la federación en los casos previstos por 

la ley de nacionalización de bienes, reglamentaria del artículo 27 fracción Il de la 

constitución. 

El Procurador G:neral deberá actuar mediante dictamen jurídico sin efectos 

vinculantes y a requerimiento de las partes, en las controversias que se susciten entre dos o 

más estados de la unión, entre un estado y la federación, o entre los poderes de un mismo 

estado. Además tienen injerencia en los conflictos en que sean parte, los diplomáticos y los 

cónsules generales, precisamente en virtud, de la investidura que ostentan como 

representantes del estado, en el extranjero. Pero cuando se trate de un procedimiento penal 

el Ministerio Público de la Federación procederá de ac\lcrdo con sus atribuciones legales. 

La cuarta de las facultades conferidas al Procurador General establecida en el 

artículo 2 fracción IV, de la ley en cuestión, consiste en prestar el consejo jurídico al 

gobierno federal, es decir el Procurador General debe emitir opinión sobre la 

constitucionalidad de los proyectos de ley que el Presidente de Ja República envíe para su 

estudio e igualmente emitirá su opinión juridica sobre Jos asuntos que ordene el Presidente 

de la República o solicite el titular de una dependencia de la Administración Pública Federal. 

Asimismo, tiene la responsabilidad de proporcionar el asesoramiento jurídico en el 

orden técnico y constitucional, respecto de los asuntos que lo requieran por acuerdo del 

Presidente de la República, a ser tratados en reuniones de titulares de las dependencias de la 

Administración Pública Federal. 

Otra de las prerrogativas que le conceden a Ja institución del Ministerio Público 

Federal los artículo 21 y !02 r.onstitucionales serán los preceptos contenidos en los artículos 

2, fracción V y 7 de la ley orgánica de esta dependencia; la de persecución de delitos de 
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orden federal, la cual comprende, desde la recepción de denuncias y querellas dentro de la 

etapa de la averiguación previa, conforme a los dispuesto por el párrafo primero del articulo 

16 constitucional, así como realizar todos y cada uno de los actos para comprobar el tipo 

penal, la probable responsabilidad del indicado, los elementos que fundan el ejercicio de la 

acción penal, la protección del ofendido, solicitar a la autoridad jurisdiccional las medidas 

precautorias necesarias para los fines de la averiguación previa, y en su caso, para el debido 

desarrollo del proceso. 

La reforma publicada en el diario oficial del 27 de diciembre de 1991, dadió un 

segundo párrafo al an!culo 7 de la ley Orgánica de la Procura~ General de Justicia, 

estableciendo las novedades de que el Ministerio Público Federal cuando tenga 

conocimiento de la probable comisión de un delito cuya persecución dependa de querella o 

de cualquier otro acto equivalente, que deba formular alguna autoridad, se lo comunicará 

por escrito a esta a fin de que resuelvan, también por escrito lo peninente según sus 

facultades, en caso de que el Ministerio Público de la Federación tenga detenidos a su 

disposición, conforme a lo que autoriz.a el anfculo 16 constitucional, lo hará saber a las 

autoridades legítimas para que formulen querella o cumplan el requisito equivalente, y éstas 

manifestarán por escrito a aquel dentro del lapso de 24 horas la determinación que adopten. 

Otra fase que corresponde a la persecución de los delitos, se encuentra en las 

facultades que tiene el Ministerio Público Federal para intervenir como denunciante o 

querellante ante los órganos jurisdiccionales, solicitando las ordenes de aprehensión, de 

comparecencia o de cateo, asi como todas aquellas pruebas, exhortos, medidas precautorias, 

excluyentes de responsabilidad, conclusiones y recursos ordinarios que tenga que plantear o 

interponer ante esta, además de la impugnación en los términos que la ley prevenga, de las 

sentencias definitivas que causen agravio a los intereses jurídicos de la sociedad, cuya 

representación corresponde al Ministerio Público. 

37 



La sexta de estas !Acuhades establecida en el artículo 2 fracción VI y 8 de la ley 

orgánica de la Procuraduría General de la República, consistente en la representación del 

gobierno federal en actos ante los estados de la república, es ejercida por el Procurador 

General por acuerdo del Presidente de la República, en materia de la procuración para la 

promoción y celebración de convenios relativos al apoyo y asesoría recíproca en materia de 

politica-técnica-jurldica, pericial y formación de personal para la procuración de justicia, y 

para que se le preste auxilio al Ministerio Público Federal por parte de las autoridades 

locales, cuando se trate de funciones auxiliares previstas por ésta ley o en otros 

ordenamientos jurldicos aplicables. 

El artículo 2 fracción Vil y 9 de la ley orgánica de ésta dependencia, radica en la 

representación del gobierno federal en actos de alcance internacional, a cargo del 

Procurador General de la República y de la institución del Ministerio Público Federal para 

dar Cllll!plimiento y promoción a los instrumentos de alcance internacional en materia de 

colaboración policial o judicial, intervenir en la extradición de delincuentes y por acuerdo del 

titular del Poder Ejecutivo Federal, la aplicación de los uatados celebrados conforme al 

último párrafo del articulo 18 constitucional, así como el cumplimiento de otras 

disposiciones de carácter internacional, cuando se trate de asuntos relacionados con la 

institución. 

1..1 fracción vm del artículo 2 de la ley orgánica de la Procuraduría General de la 

República, abre la posi'bilidad de que se le agreguen atn'buciones al Ministerio Público 

Federal de acuerdo a las necesidades imperantes en la sociedad, es decir que la institución 

tendrá las ya seilaladas y las demás que las leyes determinen, pero siempre y cuando éstas se 

ciilan a lo establecido en nuestra norma suprema. 
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La mencionada reforma a la ley orgánica de ésta dependenciA, publicada en el diario 

oficial del 27 de diciembre de 1991 cambió la redacción de los artículo 12, 13, IS y 17. El 

primero de eUos, en el sentido de que la Procuradwía General de la República presidida por 

el Procurador jefe de la institución del Ministerio Público Federal, contará con servidores 

públicos sustitutos de este en el orden que fije el reglamento, contando con los órganos y 

unidades técnicas y administrativas, centrales y desconcentradas, necesarias para el despacho 

de los asuntos a cargo de la dependencia. El segundo, establece que los setVidorcs públicos 

sustitutos del Procurador auxiliarán a este en el despacho do las funciones que la presente 

ley les encomiende, ya sea por delegación que baga el titular e11 aquellos, o porque 

e"l'resamente los filculte el reglamento. El tercero, asienta que el Procurador y sus sustitutos 

deberán·tener las cualidades que se requieren para ser Ministro de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, sieodo nombrados y removidos h'l>remcntc por el Presidente de la 

República. El cuarto de los numerales sedalados, determina que el ingreso de agentes del 

Ministerio Público Federal y de peritos adscritos a los servicios periciales, estarán sujetos a 

la presentación y aprobación de exámenes de oposición. 

Por su parte el anículo 14 de esta ley orgáníca establece que existen auxiliares 

directos e indirectos del Ministerio Público Federal, los primeros son la policía judicial 

federal y los servicios periciales de la Procuraduría General de la República, integrados 

dentro de ésta dependencia y sujetos a su jerarquía y mando, que es a la vez de la institución 

del Ministerio Público Federal Los segundos sin tener éstas características, prestan ayuda a 

la institución, entre los cuales se encuentran los Agentes del Ministerio Público del fuero 

común, las policías judiciales y preventivas del Oisuito Federal y las de los estados de la 

República, así como los Cónsules Generales y Vicecónsules Mexicanos en el extranjero. 

El articulo 18 de la misma ley prevé que el Procurador C"!'edirá los acuerdos, 

circulares y manuales de organización y procedimientos conducentes al buen despacho de las 
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funciones de la dependencia y resolverá por si o por medio del funcionario que determine 

sobre el ingreso, promoción, adscripción, renuncias, sanciones, estimulas y suplencias de 

subalternos sio perjuicio de las disposiciones que regulen las relaciones laborales entre el 

Ejecutivo Federal y quienes presten sus seivicios a éste. 

A mayor abundamiento, la reforma publicada el 27 de diciembre de 1991, adicionó 

un segundo párrafo el articulo 21 de la ley orgánica de la Procnraduria General de la 

Rcpúblic.a; aceutúa la subordinación de la policía judicial federal como se babia hecho en las 

refurmas de 85 y que ahora le dio mas fuerza a que el Procurador General expedirá los 

acuerdos que la institución policiaca lleva a cabo a través del proceso desconcentrador. 

Además el Procurador General determinará la coordinación pertinente entre las unidades 

policialcs descanceutradas, a cargo del órgano técnico administrativo ce111ral que prevé el 

reglamento, del que también dependen las unidades policiales, para que éste cumpla 

elicumente las atnüuciones que le delega la Procuraduria General de la República. 

En otro orden de ideas, es preciso mencionar lo establecido en los artículo 21 y 22 de 

la ley orgánica de la dependencia, cuando el primero de los preceptos citados asienta el 

carácter del Procurador General de la República, como jefe administrativo jerárquicamente 

de los auxiliares directos del Ministerio Público de la Federación; que son a saber y en 

concordancia con el numeral 14 de ésta ley orgánica, la policía judicial federa~ pero el 

segundo de los articulas señalados recalca la facultad de mando y autoridad que ejerce el 

Ministerio Público sobre la policía judicial. 

A simple vista, lo anterior podría resultar contradictorio y hasta violatorio de los 

artículos 21 y 102 constitucionales ya que de la lectura de los preceptos antes invocados, se 

desprende que el Procurador Genera~ es el titular de la dependencia centralizada del 

Ejecutivo Federal, ubicada dentro del ámbito administrativo por mandamiento conferido 

tanto por la constitución, como por su propia ley orgánica y reglamento, y jefe de la 

institución del Ministerio Público Federa~ 

Los artlculos 27 y 28 de la ley orgánica de la Procuraduría General de la República 

dispone que los agentes del Ministerio Público Federal no son recusables pero deberán de 

excusarse del conocimiento de los negocios en que intervengan cuando eKista alguna causa 

de impedimento señalado por la ley para el caso de los ministros de la Suprema Corte de 

Justicia, Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, además de que no podrán desempeilar 

otro puesto oficial, salvo que lo autorice el Procurador, pero si pueden ocupar puestos de 
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carácter docente y los que no sean incompatibles con las funciones de la institución, no 

pueden ejercer la abogacia sino en causa propia, de su cónyuge o concubina, o de sus 

parientes consanguíneos en línea recta, de sus hermanos, o de su adoptante o adoptado. No 

podrá ejercer como apoderado judicial, tutor, curador o albacea, amenos que sea heredero o 

legatario, entre otras. que no puede realizar por mandato expreso de la ley. 

Ahora bien la ley orgánica en comento, establece en su artículo 31 que cuando se 
impute la comisión de un delito a un Agente del Ministerio Público, el juez: que conozca del 

asunto pedirá al Procurador que lo ponga a disposición, sin perjuicio de que se adopten las 

medidas cautelares que correspondan para evitar que el inculpado se sustraiga a la acción de 

la justicia. Aquí se enfatiza una vez más que el Procurador General, como jefe de la 

institución del Ministerio Público Federal, posee las facultades de éstos, ya que puede 

ejercitar acción penal en su contra, como se desprende de este precepto legal. 

Por Ultimo, la ley seilala que el Ministerio Público Federal o la policía judicial federal, 

expedirán constancias o actuaciones que obren en su poder, y solo se hará cu.onda exista 

mandamiento de autoridad competente que funde y motive su requerimiento, o cuando 

resulte indispensable para el ejercicio de derechos o el cumplimiento de obligaciones 

previstas por la ley. 

El REGLAMENTO DE U LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA 
GENERAL DE U REPUBL/CA. 

El reglamento de la ley orgánica de la procuraduría general de la república, publicado 

en el diario oficial de la federación el 4 de febrero de 1991 y refonnado por decreto 

publicado en el diario oficial de la federación el 20 de junio de 1991, establece la 

organización de esta dependencia del ejecutivo federal. de la siguiente forma: 

Un Procurador General de la República. 

Subprocurador de Averiguaciones Previas. 

Subprocurador de Control de Procesos. 

Subprocurador Regional de la Zona Norte. 

Subprocurador Regional de la Zona Sur. 

Coordinación General para la Atención de los Delitos Contra la 
Salud. 
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Oficialía Mayor. 
Coordinación General do justicia. 
Contraloóa Interna. 
Unidad de Comunicación Social. 
Dirección General de Servicios a la Comunidad y Participación 

Social. 

Dirección General de Servicios de Amparo. 

Dirección General de Averiguaciones Previas. 

Dirección General de Control de Bienes Asegurados. 

Dirección General de Control de Procesos. 

Dirección General de Supervisión y Auditoóa. 

Dirección General de Enlace en Mateóa de Delitos Contra la Salud. 

Dirección General de Intercepción. 

Dirección de la Policia Judicial Federal. 

Dirección General Juridica. 

Dirección General de Servicios Aéreos. 

Dirección General de Recursos Humanos. 

Dirección General de Planeación de Delitos Contra la Salud. 

Dirección General Contra la Producción de Estupefacientes. 

Dirección General de Programación Organiz.ación y Presupuesto. 

Dirección General de Quejas y Denuncias. 

Dirección General de Recursos Materiales y Servicios Generales. 

Dirección General de Servicios Peóciales. 

Delegaciones Estatales y Metropolitanas. 

Instituto de la Policia Judicial Federal. 

No se pretende entrar al fondo de toda su estructura, pero si es importante sedalar 

como estiD organizados y que además, es importante mencionar que sujeta a los servidores 
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públicos a un régimen de suplencias que el mismo Procurador General de la República 

establece. 

2.4.- BREVE REFERENCIA DE LA ORGANIZACION DEL ESTADO 

El hablar de la orgaoización estatal implica una serie de sucesos sociales que 

repercuten en la vida politica, económica, social, juridica y administrativa, siendo csll última 

la que nos interesa atender en el presente tnbajo. 

En mi concepto, puedo entender como orgaoizaci6n administrativa.- aquella serie de 

vfuculos que permiten la unión o formación de una estructun que tiene a su cargo y 

responsabilidad, la gestión de determinados bienes e intereses juridicos y actos materiales, 

relacionados con la actividad estatal y tendientes al beneficio público; desde luego que pan 

estar en aptitud de expresar alguna idea sobre Ja orgaoización administrativa, como Jo seria 
la administración pública federal, debe entenderse que esta se encontrará sujeta a una serie 

de patrones o modelos de actuar, que normalmente debe ceilirse a las leyes. 

En nuestro país, el aniculo 90 de nuestra constitución del cual también se hablará 

después, es el que marca la pauta sobre la forma en que deberá llevarse a cabo la 

administnción, la cual se divide en centralizada y paraestataL 

En el sentido a que pretendo referirme. sobre la orgaoización administrativa del 

estado, es de resaharse el principio de la división de poderes, establecida en nuestro articulo 

48 constitucional, que menciona que el supremo poder de la federación se divide para su 

ejercicio en: Legislativo, Ejecutivo y Judicial 

No obstante Jo anterior, existe cierta flexfüilidad ya que cualquien de Jos tres 

poderes puede intervenir en actos que por su naturaleza corresponderían a los otros dos, asi 

por ejemplo: tenemos que el Presidente de la República está lilcultado para conceder, 

indultos a los reos sentenciados por delitos federales y a los sentenciados por delitos del 

orden común en el distrito federal (aniculo 89 fracción XIV constitucional), lo que a simple 

vista debe corresponder al Poder Judicial De aquí que se hable del aspecto formal y 

material de las funciones de los poderes de la unión. 
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Antes de continuar, es conveniente hacer hincapié al hecho de que, el estado, al tratar 

de cumplir con su cometido, tropieza con un gran número de obstáculos a los que ha de 

superar, pues para las necesidades imperantes de una sociedad, aquel, busca prioritariamente 

satisfactores para éstas, mediante una organización política-administrativa del mismo, que 

para dar resultados favorables se materializa en el poder ejecutivo federal, dada la naturaleza 

tripartita de los poderes del estado mexicano. 

Así que esa parte que depende del Poder Ejecutivo de una forma u otra, realiza las 

actividades que no desarrollan los otros dos Poderes, (Legislativo y Judicial), persiguiendo 

continuamente el intrns público, y que se organi7.a jerárquicamente contando con los 

factores personales, materiales, de estructura juridica y procedimientos técnicos, se llama 

administración pública; "conjunto de los órganos mediante los cuales el estado, las entidades 

de la federación, los municipios y los organismos descentraliudos atienden a la satisfacción 

de las necesidades generales que constituyen el objeto de los servicios públicos". (14) 

(14) De Piña Rabel.- "Diccionario del Der«ho".· N" de Edic. Séptima; Edil Porrúa; Mex t978; Pag. SJ. 

Su clasificación es vasta y variable, pero lo que a nosotros nos interesa tratar, se 

constriñe a la siguiente: 

l) Centraliuda 

Il) Descentralizada 

ID) Desconcentrada 

La centralización administrativa, se concreta en cuando varios órganos 

administrativos se encuentran unidos entre sí por un órgano jerárquico que parte de un 

superior a un inferior en categoria, es decir, que a partir del centro se derivan los demás 

órganos que lo componen, subordinados y dependientes de aquet 



El Maestro Gabino Fraga entiende que " ... la centralización administrativa existe 

cuando los órganos se encuentran colocados en diversos niveles pero todos en uoa 

satisliiccióo de dependencia ca cada nivel basta llegar a la cúspide en que se encuentra el jefe 

supremo de la administración pública ... " (IS) 

De tal forma que ese lazo jerárquico no es otra cosa, que los poderes de decisión y 

mando conservados por la autoridad superior sobre los órganos administrativos inferiores. 

dichos poderes los podemos identificar como de nombramiento, de mando, de vigilancia, 

disciplinario, de revisión y poder para resolver conflictos de competencia. 

En virtud de lo ant~rior y atendiendo a la interpretación que hace el Maestro Enrique 

Pérez de León a el Maestro Andrés Sorra Rojos, los supuestos que integran la centralización 

administrativa son: 

(IS) Fraga Gavino; "Derecho Administrativo", N" de !!d. Vigésimo 1ercera: Edil. Pomia, Mé•ico 1984; Pag, 

165 

1.- "El estado es la persona juridica tola~ titular de derechos que se traducen en 

poderes públicos originarios y estos a su vez integran un conjunto de mayor o menor 

importancia". 

2.- "La centraliz.ación es un régimen administrativo, un sistema de organiución de la 

administración que coordina y vincula a los demás órganos públicos". 

3.- "Las facultades de mando y decisión se concentran ea el poder ejecutivo". (16) 

La descentralización administrativa, obtiene su gran importancia en el crecimiento sin 
medida de las necesidades públicas, que van ligadas a un crecimiento demográfico, 
necesidades que debe satisliicer el estado, y que sólo es posfüle lograrlo atenuando un poco 
la jerarqula administrativa, pero sin que esto signifique que el poder central deje de 
conservar limitadas atnlmciones de control y vigilancia. 

En atención a esta finalidad de la descentralización administrativa, es de clasificarse 
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de la siguiente forma: 

• ... a) Descentraliución por senicio. 
b) Desceotraliución por colaboración, y 
c) Desceotraliznción por región ... ( 17) 

La primera, atiende a las actividades especificas de orden técnico y debe encargar su 
desarrollo a órganos especializados, para wia satisfactoria gestión de éstas. 

La segwida, el poder público se desahoga de algunas de sus tareas, dando 
atn'buciones de consulta, decisión o ejecución parcial, a algwias organizaciones privadas, 
otorgando por tal motivo injerencia en el ejercicio de la función administrativa. 

La tercera y úhima, consiste en designar autoridades que manejan negociaciones que 
les son más comunes, es decir, es la instalación de wta organización administrativa cuya 
finalidad será administrar los intereses colectivos correspondientes a wta población 
enmarcada dentro de wta determinada circwiscripción territorial 

(16) Serra Rojas, Andres; Op. Cit. pag. 4SS. 

(17) Serra Rojas, Andrés; Op. Cit. pag. 4SS. 

" ... Nuestra legislación define a los órganos descentralizados como las personas 

morales creadas por la ley del congreso de la unión o por el ejecutivo en ejercicio de sus 

ficultades administrativas, cualquiera que sea la forma o estructura que adopten y siempre 

que, satisfugan los siguientes requisitos: 

a).- Que su patrimonio se constituya total o parcialmente con fondos o bienes de 

otras organizaciones descentralizadas, aportaciones, subsidios, concesiones o derechos que 

le otorgue el gobierno federal, o con el rendimiento de un impuesto especifico. 

b).- Que su objeto o fines sean la prestación de wt senicio público o socia~ la 

explotación de bienes o recursos propiedad de la nación, la investigación cientifica y 

tecnológica o la obtención y aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad 

social ... " (18) 

Por otra parte, la desconceotración administrativa, en contraposición de la 
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dcscentralizaci6n, no presupone la creación de una nueva persona jurídica distinta, sino que 

por el contrario sigue fonnando parte de la propia administración pública, go:r.ando de cierta 

autononúa. 

" ... Para mayor claridad en el establecimiento de la diferencia que existen entre la 

descentralizacion y la desconcentración, algunos estudiosos del tema consideran que 

mientras en la primera los órganos gozan de autonomia orgánica, capacidad de estructurarse 

y dictarse sus propios ordenamientos reguladores, y de autonomía técnica, facuhad de elegir 

por sí mismos las normas técnicas para su adecuada gestión, los organismos 

desconcentrados sólo go:r.an de autonomía técnica". (19) 

(IS) Qupizo. Jorge; "El Presidencialismo Mexicano"; No. de ed. cuarta; edil •iglo XXI, México 1984. pag. 

14. 

(19) Qupizo, Jorge; Op. Cit. pag. 37. 

A la luz de las anteriores consideraciones, puede concluirse que la desconcentración 

afecta a un principio jurldico de organización administrativa, en vinud del cual se atn'buye o 

confiere un carácter de exclusividad, una determinada competencia a uno de los órganos 

encuadrados en la jerarquía pero sin ocupar la cúspide de la misma, y por ende se trata de 

una distn'bución teórica, legal y práctica de potestades políticas y administrativas. 

A mayor abundamiento sobre el fenómeno de la desconcentraci6n en estricto sentido 

funcional, diversos autores, entre ellos el Doctor Miguel Acosta Romero, establece que ésta 

" ... consiste en una forma de organización administrativa en la cual se otorga al órgano 

desconcentrado, por medio de un acto materialmente Legislativo (ley o reglamento), 

determinadas flicuhades de decisión y ejecución limitadas, que le permite actuar con mayor 

rapidez, eficacia y flexibilidad, así como tener un manejo autónomo de su presupuesto, sin 

dejar de existir el nexo de la jerarquía, con el órgano superior ... " (20) 
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A dicho respecto todas estas concepciones teóricas se ven aplicadas en foftllJI 

especial dentro de la estructun orgánica de la Procuraduria General de la República, ya que, 

como parte de la organización administntiva del sector publico, la institución no escnpa del 

acontecer de la fenomeoologia administrativa. 

Por otro lado la desconcentración iniciada en la institución, trajo consigo el 

fenómeno correspondiente a la delegación de facultades, mismas que si bien es cierto, 

pueden ser contempladas como parte de las facultades discrecionales de los diversos órganos 

del estado, también es de sei!alarse que no se encuentran expresamente definidas en las leyes 

correspondientes. 

(20) Tena !Wniroz, felipo; "Der.cho Constitucional Mexicano"; No. ed. décimo stgunda; edil. Pomia, 

México 1980. pg. 249 

A efecto cabe comentar que la ley orgánica de la administración publica federa~ 

reglamentaria en su parte conducente del artículo 90 constitucional, establece en sus 

artículos 14 y IS dos conceptos importantes. la delegación del trámite y la representación o 

resolución por competencia atribuida a los titulares de las distintas entidades públicas, como 

excepción de aquellas que por disposición de la ley deban ser ejercitadas por dichos titulares. 

También es de observarse en la ley de referencia que las secretarias de estado y los 

dcpartunmtos administrativos pueden señalar o contar con órganos administrativos 

desconcentrados y en dicho sentido se señala en su articulo 14, los órganos que pueden 

awdliu a los funcionarios citados. 

Bajo la misma tónica el articulo 15 de la citada ley, establece los distintos órganos 

que pueden awdliu a los jefes de departamentos administrativos en sus funciones. 
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La Procuraduria General de la República la desconcentración y delegación de 

facultades ha tenido sus efectos a través del acuerdo Nº 2/84, publicado en el diario oficial 

del 24 de abril de 1984, mediante el cual la institución estableció la desconccntración 

territorial de funciones por conductos de delegaciones de circuito, como órganos 

desconccntrados bajo el concepto juridico-administrativo de esta figura, que constituyen un 

enlace institucional entre los órganos centrales de la Procuraduria, cuyas funciones se 

desconccntraron quedando subordinados y en igual forma los agentes del Ministerio Público 

Federal de las zonas de su procedencia. 

En la primera etapa de desconcertación regulada por el acuerdo de referencia, se 

crearon 8 delegaciones de circuito atendiendo a las zonas de importancia territorial y 

competencia. 

Las delegaciones de circuito, sucintamente tienen las siguientes atn1>ucioncs: en 

materia de amparo y de juicios civiles federales; en materia de orientación legal y contraloria, 

en materia de averiguación penal, de proceso penal, de relaciones y atn1>uciones generales 

respecto de sus relaciones con las autoridades centrales de la Procuraduria, de 

mantenimiento permanente y adecuado conforme a la relación con los auxiliares del 

Ministerio Público Federal y las autoridades federales locales con jurisdicción en sus 

respectivos circuitos de auxilio para el debido y permanente desarrollo del programa de 

participación social, entre otras cosas. 

La anterior estrategia de desconcentración tiene su fundamento legal en el articulo 2 

de la ley orgánica de la Procuraduria General de la República que establece la creación de 

organismos desconcentrados que sean necesarios para el despacho de asuntos de la misma 

institución. 

Por otra parte, es de hacerse notar también, dentro del rubro correspondiente a la 
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descentralización, que la Procuraduria General de la República cuenta con un organismo 

descentralizado, como es el Instituto Nacional de Ciencias Penales, del cual es "Cabeza de 

Sector". 

En otro orden de ideas es de resaltarse que el fenómeno de "delegación" y la 

"representación" pueden incidir en las funciones de la Procuraduria y que en la práctica en 

ocasiones g~eran confusiones en su interpretación tal y como sucede con la 

descentralización y la desconcentración, como fenómenos evolutivos. 

La delegación administrativa y la representación, en la práctica suelen también 

confundirse como una sola figura jurídica, por lo que para obtener un criterio más adecuado 

es conveniente apoyarse en algunas consideraciones doctrinales. 

El maestro Manuel Maria Diaz disert•--<!'hrn la delegación administrativa y la 

representación, establece que:" ... no puede confundirse la delegación con la representación 

jurídica y menos decir que es una especie dentro del género. Existe una diferencia en cuanto 

al objeto. En la delegación administrativa el objeto es unn función que se ejerce, no en 

interés propio del delegante, si no en el interés general, objetivo. En cuanto al elemento 

subjetivo. La persona jurídica obra por medio de sus órganos con los que se indentifica ya 

que el órgano es un elemento intrínseco de la persona jurídica, es una parte de ésta que 

representa el todo. Mientras que en la persona jurídica y el órgano existe una relación de 

compenetración entre representantes y representados· existe autonomía de voluntad, 

separación real y de objeto. En la representación, el acto de voluntad de un sujeto, el 

representante, tiene efecto con relación al representado mientras que en la delegación 

administrativa, la voluntad del delegado se identifica con la persona jurídica, de la cual 

ambos, el delegado y el delegante son parte. En la representación existen dos voluntades, la 

del representante y la del representado, que son jurídicamente distintas. Hay dos personas, 

mientras que en la delegación existe una sola persona jurídica, aunque se trate de dos 
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órganos distintos: el delegante y el deleg1do. Mientras en la represeot1ción existen dos 

personas y dos voluntades, se 1ctú1 en nombre y por cuenta 1jcoa, y sólo por un 

procedimiento jurídico la actuación de un representante, que emana su propia voluntad se 

imputa al representado, en la delegación no ocurre nada do esto, ya que tanto el delegante 

como el delegado son titulnes de órganos de una misma person1 jurídica. No hay entonces 

dos personas ni dos voluntades. .. (21) 

(21) Gros Espiel, Hect:or y otros; "El Predominio del Poder Ejecutivo en Latinoamérica"; No. de ed. primera; 

edil. lnslilulo de lnvesti¡¡¡>c:iones Jurídicas U.N.A.M .• México 1987. pag_ 316 

El autor de referencia, en la misma obra, opio• sobre la función deleg1da, el 

delegante y el delegado en este sentido: " ... Se ha sostenido en doctrina que la función 

delegada no es propia del delegante en forma tal que éste, reservándose el carácter de titular 

de la misma, no puede transferir su ejercicio al delegado. En realidad la transferencia del 

ejercicio de la competencia es un efecto secundario. Se sostiene que el efecto jurídico de la 

delegación administrativa es el pennitir el ejercicio de la competencia ya existente en que 

solo resuha operante como consecuencia de la delegación. En otras palabras, se puede decir 

que el delegado no recibe la competencia del delegante, si no que la posee y su ejercicio se 

encuentra limitado en sentido dimensional y con respecto al tiempo. El delegaote no 

transfiere al delegado su propia competencia ni su ejercicio y solameote autoriza 1 que éste 

actúe en baso a la competencia fijada institucionalmente por la ley y según las directivas 

trSZAdas por el mismo ... (22) 

Las anteriores consideraciones teóricas sin duda alguna tienen presencia y 1plicación 

en tratándose de la delegación de facultades en relación a la desconcentración que la 

Procuraduría General de la República ha realizado. 
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2.5.· EL PRESIDENCIALISMO EN MBXICO. 

Sin pretender reolizar un estudio completo respecto al presidencialismo en México, 

trataremos de abordar el tema, con criterios un poco más contemporáneos, para estar en 

aptitud de resaltar su influencia en el fondo del presente trabajo. 

El presidencialismo, ciertamente es una forma de gobierno en donde en 

contraposición al parlamentarismo, la jeliltura de gobierno como de estado recaen en una 

sola persona que es el Presidente de la República. Aunque claro está que el establecer un 

sistema presidencial no implica que en este se deo todos y cada uno de los principios 

inherentes a él, en forma pura, ya que solo se podrá hablar de un sistema presidencial o 

parlamentario, o uno predominantemente presidencial con matices parlamentarios o 

viceversa. 

Para una mayor ilustración, se han clasificado las caracteristicas del sistema 

presidencial en la siguiente forma: 

" ... a).· El Poder Ejecutivo es unitario. Está depositado en un Presidente que es, al 

mismo tiempo jefe de estado y jefe de gobierno. 

" ... b).· El Presidente es electo por el pueblo y no por el Poder Legislativo, lo que 

da independencia frente a este. 

" ... e).· El Presidente nombra y remueve libremente a los secretarios de estado. 

" ... d).- Ni el Presidente ni los secretarios de estado son políticamente 

responsables ante el congreso. 

" ... e).· Ni el Presidente ni los secretarios de estado pueden ser miembros 

del congreso. 

• ... !).- El Presidente puede estar afiliado a un partido político diferente al de 

la mayoria del congreso. 

" ... g).- El Presidente no puede disolver el congreso, pero el congreso no puede 

darle voto de censura ... " (23) 

{23) De ta Madrid Hunado, Miguel: 'Programa Nacional de procuración e lmpartitión de Justicia del Poder 

Ejecutivo Federal': No. ed. única: edti. P.0.R.,Mexico 1985. pag 242. 
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Cabe hacer la aclaración de que el sistema presidencial lleva implícito el principio del 

Barón de Montesquieu, al respecto de una separación de poderes, con el objeto de realizar 

un deslinde entre ejecutivo y legislativo, y la finalidad de que los miembros de uno se.tn al 

mismo tiempo miembros del otro. Pero dejando ver, de una forma clara el hecho de que, 

esta separación de poderes no debe entenderse como una contraposición de los mismos, 

sino por el contrario como una relación de nítida colaboración entre ellos para llevar a cabo 

con éxito la misión estatal. 

Por otra pane es preciso entender que el sislema presidencial en México y por 

extensión en toda la América Latina, tiene su antecedente próximo anterior en el modelo 

norteamericano, pero no por esto significa que no exista entre unos y otros una gran 

diferencia marcada, más que n1da por las distinciones de ideología, riquCZJI y desarrollo de 

un pals a otro que produce una evolución distinta de ellos. 

Así pues, Loewestein citado por el Doctor Jorge Carpiz.o, clasificó los siSlemas 

presidenciales en América Latina en tres, que son: 

" ... a).- Presidencialismo puro, aquellos que tienen las características que 

hemos seilalado como distintivas del siSlema, aqul colocó a México. 

b ).- Presidencialismo atenuado, donde el poder se ejerce conjuntllllCllte por 

el Presidente y sus Ministros, quienes están orgaoiz.ados como gabinete, y 

c).- Aquellos donde se ha tratado de disminuir la influencia del Ejecutivo, ya 

sea incorporándole elementos parlamentarios o admitiéndose el Ejecutivo 

colegiado ... • (24) 

(24) Cacpiz.oJorge; Op. Cit pag, 161. 
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Debiendo recordar que en el sistema presidencial, el jefe del Ejecutivo y sus 

colaboradores inmediatos, los secretarios de estado, sin que haya necesidad de que éstos 

pertenez.can al partido predominante en el congreso; ya que sus actos en el ejercicio de sus 

funciones, son actos del jefe del ejecutivo, ya que aquellos actúan en nombre y 

representación de éste. En tales condiciones, el Maestro Tena Ramlrez, manifiesta que: 

" ... en el sistema presidencial sucede Jo contrario, el Presidente es el responsable. 

constitucional y políticamente de Jos actos de sus secretarios, quienes obran en nombre de 

aquel y son designados b'bremente por el mismo ... • (25) 

De tal manera, y concretándonos a México, su presidencialismo se puede catalogar 

como uno de los más rígidos que existen, claro está que sin llegar a una dictadura o un 

absolutismo despótico, pero si, basado en el predominio de un partido político, del cual el 

jefe del Ejecutivo es el titular. Además de tener una serie de atn'butos que sujetan un tanto a 

los otros poderes, ya en forma juridica como política así como sus facultades amplias en 

materia económica, militar y de comunicación masiva, que detenninan el papel de la 

psicología social un consenso y legitimación de ese poder que ejercita sobre un pueblo, 

genéricamente concebido. 

Las notas anteriores nos dan la terrible idea de un "Super Ejecutivo Federal". 

Aunque a pesar de aquellas circunstancias, este tiene ciertas restricciones que le impone en 

forma expresa nuestra norma suprema: pero no hay que perder de vista que también las 

presiones de los grupos politicos existentes establezcan limitaciones al titular del poder 

Legislativo Federal 

(25) Diario de Dcbares del Congreso Constí1uyen1e de l 917 del Congreso de la Unión. 
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Al efecto, se han vertido un sinnúmero de opiniones por especialistas en materia, las 

cuales osilan desde catalogar al Presidente de la República y al sistema presidencial tanto 

como un emprendedor sexenal; monarquía absoluta; dictador constitucional, hasta decir que 

México vive la dictadura que puede concebirse. 

Estos opiniones podrían en un momento dado desvirtuar el papel del estado social del 

derecho que rige la vida politica de nuestro país, ya que si bien es cierto que el sistema 

presidencial se caracteriza por tener un jefe del ejecutivo fuerte~ poderoso, también lo es el 

que en México es aplicable éste criterio, solo que adecuado a una democracia partidista, a 

restricciones constitucionales y presiones de grupos políticos. 

En relación a lo anterior consideramos pertinente vertir opiniones tanto del maestro 

José Enrique Ruiz, como la del Doctor Jorge CarpÍ7.0 respectivamente en tanto que: 

" ••. La vida política del país es manejada por el Presidente por medio de un partido 

predominante, a través del cual designa a los Diputados y Senadores Federales, a los 

Gobernadores de los Estados, a los Diputados Locales y basta los Presidentes Municipales, 

por medio de este panído se controlan las organizaciones obreras, campesinas, buroeríticas 

e incluso los integrantes de la pequeña burguesia. 

" El papel lntemacional de México está íntegramente en manos del Presidente, quien 

determina horemente las medidas que ha ese respecto deben tomarse". 

" La realidad Politica Mexicana, encuadrada en un marco económico de capitalista 

dependiente, ha engendrado un sistema de gobierno de un solo hombre, en el que ni siquiera 

operan los sistemas tradicionales de frenos y contrapeso del poder ... " 

" La conclusión ineludfüle de ésta: En México el Poder del Presidente solo es 

limitado por los grupos de presión ... (26) 
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• Los Poderes Ejecutivo y Judicial, son poderes con facultades linútadas, la 

constitución los crea, los organiza, y les otorga sus atribuciones y no pueden actuar sin 

fundamento Constitucional o Legal. Es más. este principio constituye en el orden Juridico 

Mexicano una garantía individual .. (27) 

El articulo 89 fracción U Constitucional, faculta al Presidente de la República para 

nombrar y remover bllremente, entre otros al Procurador General de la República. De lo que 

se deriva que éste es uno de los colaboradores cercanos del jefe del Ejecutivo Federal y, 

relacionado esto con lo dispuesto con el numeral 102 de la propia constitución y con el 

primero que la ley orgánica de la Procuraduria General de la República, nos da como 

resuhado que aquel es el titular de la dependencia del ejecutivo federal. donde se integra la 

institución del Ministerio Público Federal 

A mayor abundamiento se ha establecido " ... La necesidad de reorientar a fondo los 

órganos de procunción de justicia que dependen del poder Ejecutivo Federal. el Presidente 

de la república promovió la expedición de las nueve leyes orgánicas de la Procuraduria 

General de la República y la Procuraduria General de Justicia del distrito federal.." (28) 

(26) Colín 5anchez; •Derecho Mexicano de Procedimientos Penales"; No. ed. sexta; edit. Porrúa, M6'ico 

19110. pags. 70y73. 

(27) Colín Sánchez Guillenno; Op. Cit. pag. 91 

(28) Colín Sánchez Guillenno; Ibídem; pags. 92 y 93 
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Lo anterior determioa que el Procurador Gmeral de la República, es un servidor 

público que jefatura a la Institución del Ministerio Público Federal integrándose en la 

Procuraduría General de la República, dependencia de la administración Pública Centra~ 

subordinada al Poder Ejecutivo de la Federación. 

De aquí que el Doctor Jorge Carpizo diga, de confonnicbd a lo estipulado en el 

artículo 21 y 102 constitucionales que: "el Procurador General quien ejerce la acción penal y 

en cot1secuencia, se deje en manos del presidCllte de la república el ejercicio de esta delicada 

función". (29) 

Pero en mi opinión, está apreciación me parece un tanto equívoca en el fondo que se 

le pretCllde dar, ya que precisamente la institución del Ministerio Público Fed~ y el 

Procurador General que le preside, tiCllen en su haber las lilcuhades de vigilancia de la 

constitucionalidad y legalidad, atendiendo a lo expresamente ordenado por nuestra carta 

magna, ley orgánica y reglamento de la dependencia, las que marcan las directrices a seguir 

conforme las am'buciones que seilalan. 

Por otra parte, sólo cabe aclarar que efectivamente México adopta un sistema 

presidencial de gobierno, dándole una gran fue= al PresidCllte de la República en los 

ámbitos establecidos por nuestra norma fundamental y que una de estas am'buciones es 

precisamente la procuración de justicia, que ejerce atinadamente a través de la Procunduria 

General de la República, ésta como órgano administrativo en donde se integra la institución 

del Ministerio Público Federa~ en este caso presidida por el Procurador Genera~ que es la 

única facultada para ejercitar la acción penal 

(29) Acosta Romero, Miguel: "Teoria General del derecho Administrativo": No. de ed quinta: edit. Prrúa, 

México 1983. pag. t4S. 
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:Z.6.· U NATURALEZA JURIDICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE 

LA ltEPUllLICA. 

PosilJlemente, pudiera parecer que el título de éste capítulo, no fuese el más 

adecuado, ya que seria lógico pensar que resuha más importante hablar de la confonnación 

o naturaleza del Ministerio Ptiblico, o bien de la figura del propio Procurador General de la 

República, tentación a la que no es capaz. sin embargo hemos preferido partir de 

disposiciones correspondientes al derecho positivo, como son los artículos l y 2 de la ley 

orgánica de la Procunduria General de la República vigente, sencillamente para considerar 

que es la Procuraduria, aprioristicamente, el asiento material del Ministerio Público y del 

Procurador. 

Al efecto las disposiciones seilaladas anteriormente establecen: 

• ... Articulo l.· La Procuraduria General de la República es la dependencia del Poder 

Ejecutivo Federal en la que se integra la lnstilución del Ministerio Público Federal y sus 

órganos auxiliares directos para el despacho de los asuntos que aquella y a su titular, en su 

caso, atribuyen los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los Estado Unidos 

Mexicanos, el presente ordenamiento y las demás disposiciones legales aplicables ... " 

• ... Articulo 2.- La Institución del Ministerio Público Federal, presidida por el 

Procundor General de la República y éste personalmente, en los ténninos del articulo 102 

constitucional tendrán las siguientes amlluciones que ejercerán conforme a lo establecido en 

el artículo 10 de esta ley ... • 

De la lectura de la transcripción se corrobora, que es la Procuraduria General de la 

República, el lugar en el que se integra el Ministerio Público Federal y lo que es más aun, de 

sus órganos auxiliares directos. 
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Así mismo. con apoyo en lo anterior, podemos csublecer que el análisis contenido en 

este capítulo se orientara hacia dos vertientes: 

1.- La naturaleza jurídica de la Procuraduría General de la República. 

2.- La naturaleza jurídica de la institución del Ministerio Público Federal y del 

Procurador General de la República. 

Por lo que hace a la naturaleza jurídica de la Procuraduría General de la República, 

debemos comentar que es dificil poder hablar de ella, como lo es también el tratar de 

entender la conformación de las otras dos figuras de que hemos hablado. 

Al. efecto, el anículo 90 de nuestra constitución te"1Ualmente establece: 

" ... La Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal confonoe a la 

Ley Orgánica que expida el Congreso, que distnbuiri los negocios del orden administrativo 

y definirá las bases generales de creación de las entidades paraestatales y la intervención del 

Ejecutivo Federal en su operación. 

Las Leyes determinaran las relaciones entre las entidades paraestatales y del 

Ejecutivo Federa~ o entre estas y las Secretarias de Estado y departamentos 

administrativos ... " 

Como puede verse, la propia ley fundamental clasifica a la administración pública en 

centralizada y paraestatal y establece que los negocios del orden administrativo, estarán a 

cargo de las secretarias de estado y depanameotos administrativos, pero en ningún momento 

habla de la Procuraduría. 

La ley orgánica de la administración pública fed~ en su artículo 1 la considera 

como una dependencia del poder Ejecutivo Federal. 

En consecuencia, este es el criterio jurídico que se debe adoptar, ya que de los 

preceptos mencionados se entiende que no tiene el rango administrativo igual al de una 

secretaria de estado, ni un departamento administrativo. 
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No obstante lo anterior, forma pane de la administración pública federal centralizada, 

con arreglo a lo seilalado en el anículo 1 de la administración pública federal 

Prueba de ello, lo es que ni el propio titular del Ejecutivo Federal puede legalmente 

defender los intereses patrimoniales de la federación en caso de conflicto, ya que es el propio 

Procurador a quien le corresponde hacerlo. 

Por otra pane, es de considerarse la opinión venida por el Licenciado Andrés Solls, 

en el sentido de que " ... La Procuraduria General de la República considerada como sede del 

Ministerio Público Federal no es UD órgano de carácter administrativo como la Suprema 

Conc de Justicia de la nación lo ha determinado en una ejecutoria poco conocida y que me 

voy 1 permitir transcn"bir: 

"La Procuraduria General de la República no es autoridad Administrativa Federal. Es 

inadmisible la alinnación de que la Procuraduria General de la República de la cual dependen 

los Agentes del Ministerio Público Federal que la componen, fonna pane del Poder 

Ejecutivo y por lo tanto, tales autoridades tienen el carácter de administrativas federales, 

corroboración de lo anterior es que, la Institución del Ministerio Público Federal que 

constituye la Procuraduria General de la República, esta regulada por el anículo 102 de la 

citada Constitución y este precepto integra el capítulo del Poder Judicial". 

Lo anterior me parece una mala interpretación de la voluntad del constituyente, al 

considerar a la Procuraduria General de la República como un órgano dependiente del Poder 

Judicial, por el simple hecho de que el anículo 102 constitucional esté incluido en el capítulo 

sexto, correspondiente a este poder. En la misma forma resultará aberrante pensar que el 

Ministerio Público del distrito federal, sea UD legislador por extensión, atendiendo a la 
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circunstancia de estar inclUSlado en la fracción quinta del artículo 73 constitucional, 

referente a las facuhades del congreso de la unión. 

De aqul que sea necesario recordar las palabras del Diputado Macias, cuando en el 

seno del congreso constituyente en la 3 la, sesión ordinaria donde se discutía acerca del 

articulo 21 de la naciente constitución, estableció en forma por más que genial el problema 

de la ubicación del Ministerio Público en nuestra división de poderes arguyendo: " no era 

posible tal colocación en el Poder Legislativo, pues aquel no va a hacer la Ley, ni el judicial 

por que no la va a aplicar". De lo que resuhó lógicamente jurídico, ubicar a las instituciones 

dentro de la esfera del poder, pero haciendo en una dependencia de la administración 

centralizada del poder F,jecutivo Federal, denominada Procuraduría General de la República 

y no una secretaria de justicia como en la constitución de 18S7, misma que quedo suprimida 

por el artículo 14 transitorio de la constitución de 1917, cuyas funciones fueron distn'buidas 

en distintos órganos del poder ejecutivo, como lo son: la misma Procuraduría General de la 

República, la secretaria de gobernación, el departamento del distrito federal y la 

procuraduría general de justicia de esta entidad". (30) 

(30) Rivera Silva Manuel, Op. Cit. pag. 
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Finalmente como conclusión podemos asentar que no ha sido debidamente 

interpretado el espíritu mismo de la constitución y de la ley, en lo relativo a que la 

Procuradwia General de la República tiene un carácter debidmlcnte definido, en base al 

articulo 29 de la constitución de la república, que estatuye la suspensión de garantías 

individuales en caso de que la sociedad se encuentre en peligro muivo o grave conflicto 

tomándola como parte integrante del Ejecutivo Federal y no del Judicial del cual su míximo 

representante en la suprema corte de justicia de la nación y no de la procuradwia general de 

la república, con la aprobación del Congreso de la Unión y en receso de la comisión 

pennanente; sumando a esto que así lo manifiesta el articulo 1 de la ley orginica de la 

Procuradwia General de la República y como úhimo razonamiento, el articulo 102 

constitucional que establece una relación jerárquica entre los integrantes de cota y el 

presidente de la república, esto por los motivos históricos ya conocidos y mencionados en 

párrafos anteriores, que fueron tan perjudiciales hasta antes de la constitución de 1917, en 

que el juez posela las funciones persecutorias de los delilos y la de juzpr los miamos. 

En la segunda de las vertientes de este capítulo, relativa a la confurmación o 

naturaleza de la institución del Ministerio Público Federal y del Procurador General de la 

República, podemos decir que la tipificación de sus virtudes también resultan de una 

compleja constitución y que de alguna manera se desprende que de la inatitución del 

Ministerio Público Federal; es el titular monopólico del ejercicio de la acción penal, 

fungiendo como un auténtico representante social, vigilante de la COllllÍIUcionalidad y 

legalidad, jefe nato de la policía judicial federal en el ejercicio de sus funciones entre otras 

atribuciones que le concede a ésta, tanto la constitución como la ley orginica de la 

Procuradwia General de la República y su reglamento, discrepando tan solo en el aspecto 

del Procurador General. 
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Al respecto y dentro del primer supuesto, el Maestro Manuel Rivera Silva, seilala 

que el primer intereudo en que se castigue al responsable de la comisión de Wl delito es la 

sociedad, la cual obtiene su representación por medio del órgano estatal que es el Ministerio 

Público, de tal forma que en los casos que no ha de proceder el ejercicio de la acción penal, 

lo realice revestido de toda legalidad desistiéndose de ella, o pidiendo la h"bertad del 

inculpado. 

• ... As! mismo, idmtifica al Procurador de Justicia como jefe del Ministerio Público, 

en relación a que aquel preside este .... •. (31) 

Por otra parte &in pretender realiz.ar inclinación alguna sobre los distintos conceptos 

que sobre Ministerio Público ya que ha sido entendido como un representante de la sociedad 

en el ejercicio de las acciones penales, como un órgano administrativo con el carácter de 

parte, como UD órgano judicial y como UD colabondor de la función jurisdiccional, a veces, 

podemos decir que es tan compleja la institución del Ministerio Público, que la mayoria de 

los autores la define como una figura ~ en virtud de que tanto mis se estudia se le 

cncucntnn diferentes fllcetas, tomando en cuenta la generalizada opinión respecto de su 

origen fumcés, espallol y mexicano. 

En efecto, se le considera al Ministerio Público como representante de la sociedad eo 

el ejercicio de laa acciones penales ya que el estado le ha otorgado el derecho pan perseguir 

la comisión de loa delitos, y dicha persecución se la ha otorgado la ley. 

Se le ha comidcndo también como órgano adminitlrativo en virtud de loa actos que 

realiza que son bien distintos a los jurisdiccionales, es decir, no decide controversias 

judiciales. 

(31) Rivera Silva Manuel, Op. CiL pag. 3. 
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Ha este úhimo respecto se puede seihlar que • ... los 1ctos que rcali7.a el Ministerio 

Público oon do n1tunlcz.a administntiv1, lo que jwtifica que apliquen a élita, los principios 

del derecho administrativo, tan es así, que pueden ser revocables, comprendiéndose dentro 

de la propia revocación, la modificación y sustitución de uno a otro. Además, la propia 

natunlez.I adminimativa de la actuación del Ministerio Público, reside en la discrecionalidad 

de sus actos, puesto que tiene fitcuh1des para determinar si debe proceder o no, en contra de 

UDI persona; lilulción en la que no podria intervenir el órgano jurisdiccion1l oficioSllllente 

pua avocane a1 proceso. Aun ns, la sustitución como consecuencia de la jenrqula que 

prevllece dentro de la instilución. permite que se dm ordenes, circulares y otras medidas 

tendientca a vigilar la conducta de quienca intcgnn el Ministerio Público, aspecto que recae 

también dmtro del orden administntivo ... ". (32) 

Algunos tralldistas, entre ellos Guissepe S1batini y Guuliano Vasalli le señala al 

Ministerio Público los canctcres de un órgmo jurisdiccional o de órgmo perteneciente a la 

judlcatun. (33) Sin embargo en nue51ro sistema juridico no es poS1'ble 1ceptar dicha 

poiición. yo que qui<n 1plicl y dcclar1 el derecho ca el órgano jurisdicci01111, como puede 

vcnc del texto del ll!Ículo 21 coostitucionll que est1blece • ... la imposición de las penas es 

propia y exclusiva de la autoridad judicial, la pcr.;ecución de los delitos incumbe al 

Ministerio Público y 1 la Policía Judicial .. ". 

Igualmente el pírnfu segundo del 111lculo 102 constitucional establece que " ... 

incumbe al Ministerio Público de la Fedención, la pcr.;ecución mte los tn'bunales de los 

dclitoa del orden foderll; y por lo• mismos 1 el le conesponde oolicitar las ordenes de 

1¡11:dlmsión 111 contn de los inculp1dos; buscar y presentar las pruebas que acrediten la 

respoasabilidld de estos; hice que los juicios se sigm con toda regularidad para que la 

adminillrlcióo de justicia sea pronta y e>q1edita; pedir la aplicación de las penas e intervenir 

en tocios loa negocios que la ley determine. 

(32) Hern31111ez5ilva l'Odroyocroo;Op. Cit.-· 160y 161. 

(33) Alva Leyw. Samuel y ocroo; "La Reíormajuridica de 1983 en la Administración de Justicia"; No. de ed. 

primera; edil P.G.R., México 1984. -· 501y502. 
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De lo anterior es de concluirse que el propio texto constitucional establece una 

rigurosa distinción entre el Ministerio Público y el órgano jurisdiccionai, por lo cual en el 

sentido que se comenta, pudiera entenderse al Minislerio Público como colaborador de 

aque~ pero esto, no es sino una apreciación personal de aquellos autores, la rua1 es solo UllJI 

de sus variantes, ya que por el cúmulo de atnñuciones que posee, podemos decir que la 

institución esta sujeta a una actividad cambiante. 

Por otra parte podemos mencionar, que la actuación del Ministerio Público se 

encuentra sedida al texto del artículo 21 constitucional. Tomando en cuenta nuestra 

organización política, el artículo 102 del mismo ordaiamiento, conforma la figura del 

Ministerio Público de la Federación. De lo anterior se detprende también la existencia de un 

Ministeriq Público del Distrito Federal, un Fed~ uo Militu y uoo del Fuero Común que 

corresponde a cada una de las entidades federativas de la unión. Cada uoo de ellos con 

deterrninadas atribuciones sedaladas en sus respectivas leyes orgánicas. 

En conclusión, el Minislerio Público Federal al ejercitar la acción penal se constituye 

en un verdadero representante de la sociedad al suplir en su propio derecho al ofendido para 

ejercitar o plantear su queja, quedando este último con el carácter de coadyuvante en la 

relación procesal 

En otro orden de ideas el Doctor Miguel Acosta Romero nos oftece UllJI penpe(:tiva 

sobre el Procurador general, sedalando que: • ... es un fimcionario político, jur!dico y 

administrativo, nombrado y removido por el presideote de la república, acuerda coo 6, es el 

titular de la Procuradurla General de la República forma parto del cuerpo colegiado que 

puede acordar la suspensión de garantias, e informa anualmente al congreso de la unión". 

(34) 

(34) Cfr. Informe de labores 1983-1984 .. No. ed. única. edit. P.G.R. México 1984. po¡¡. 12 
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No obsUllte las cuacteristicas señaladas, solamente nos queda por nombrar, un 

ddalle curio110, que resalla la equivalencia a migo de secretaria de estado al Procurador, 

aunque jerárquicamente no lo sea, se encuentra la situación de que este informa anualmente 

al ccagreso de la unión aobre asuntos de su ramo o bien los que se consideren pertinentes. 

Sin embargo el Procurador no tiene obligación jurídica de presentarse ante aqueL pero aquí 

valdria también una ..,.iliiima inteqiretación más que jurídica, de tipo politico, ya que si el 

presidente de la república con filcuhades y atnouciones que le concede el artículo 89 

constítucional asl se lo solicita, indudablemente que tendrá que comparecer. 

Pero volviendo al asunto que nos ocupa, es de mencionarse lo expuesto por el 

Diputado Macias dentro del congreso constítuyente de 1917, en la 3 la. sesión ordinaria, 

donde se discutú lo relativo al artículo 21: 

" ... El Procurador General de la nación actúa en nombre del Presidente de la 

República... en los asuntos en materia penal, en los estados, el Procurador General del 

Estado es el representante del gobernador del estado porque es él quien va a perseguir y lo 

hace de una manera muy sencilla, la policía judicial la forman los auxiliares mediante los 

cuales el Ministerio Público ejerce sus funciones, y el Ministerio Público es el representante 

de la sociedad, el represent:nte del gobierno .. .". (35) 

De lo que se deduce a simple vista, que el espíritu que impulso al constituyente de 

Querétaro fue sin lugar a dudas, el establecimiento de un Procurador GeneraL en este caso 

jefe del Ministerio Público, que tiene y ejerce los mismos atnoutos de la institución que 

preside. 

(JS) Cabrera, Luis y Emilio Portes Gil: "La Misión Constitucional del Procurador General de la República"; 

No. de ed. segunda; edil. P.Q.R., México 1982. pag. 44. 
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Más aún, denuo de las caracteristicas que se le atribuyen al Ministerio Público. se 

encuentran las siguientes: 

" ... ll.· Actúa bajo uoa dirección. A partir de la Ley Orgánica de 1903 el Ministerio 

Público actúa bajo la Dirección de uo Procurador de Justicia. 

" ... m El Ministerio Público depende del Poder Ejecutivo siendo el Presidente de la 

República el encargado de hAcer el nombramiento de Procurador de Justicia (Ley Orgánica 

del Ministerio Público de 1903). P6) 

Las que efectivamente refuerzan el razonamiento relativo a que el Procurador 

General, También tiene t.. delicada e importante facultad del ejercicio de la acción penal. 

Al respecto, el Doctor losé Franco Villa nos ofrece su concepto del Ministerio 

Público Federal: 

·" ... El Ministerio Público Federal es uoa Institución dependiente del Ejecutivo Federal 

presidido por el Procurador General quien tiene a su cargo la persecución de todos los 

delitos del orden federal y hacer que los juicios se sigan con toda reguiaridad para que la 

Administración de Justicia sea pronta y expedita e intervenir en todos los negocios que la ley 

determine. (37) 

(36) Cabrera. Luis y Emilio Pones Gil: Op. Cit. pag. 46. 

(37) Alva Leyva, Samuel y otros: Op. Cit. n S~9. 
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De aquí que sea necesario acudir a una amplia interpretación de los artículos 21 y 

102 constitucionales, en el sentido de que si bien es cierto que le atnüuyen al Ministerio 

Público la facultad exclusiva y monopólica del ejercicio de la acción penal, también lo es que 

mediante su Procurador General en el asunto tratado se le otorgan también la de ser el 

vigilante de la constitucionalidad y legalidad, la representación de la federación, la consejeria 

juridica del gobierno federal y las demás que puedan ser susceptibles de delegación, además 

en base a la jefatura de la institución que ostenta, éste obviamente tiene las atribuciones del 

Ministerio Público Federal a su vez. 

Por su parte el Licenciado Carlos López de la Hoya welve a reiterar el carácter de 

jefe del Ministerio Público Federal al Procurador General, con potestad de ejercitar la acción 

penal y ser el titular de los atnüutos que marca el artículo 102 constitucional, también deja 

abierta la posibilidad de la intervención persooal de este asuntos del orden penal, cuando por 

la gravedad del caso o de las personas involucradas lo amerite. (40) 

Así, el Licenciado Fernando Baeza Meleodez, tampoco escapa a la influencia de esta 

corriente juridica, al comentar que el articulo 2 de la ley orgíoica de la Procuraduria General 

de la República se establecen las úcuhades correspondientes a la institución del Ministerio 

Público Federal y al Procurador General en forma personal, coofo!Dle a los té!Dlinos del 

artículo 21 y 102 constitucionales y las que le establecen las fracciones XID y XV del 

articulo 107, de la misma carta magna. 

Además que el mismo articulo 102 constituciona~ diferencia las atnüuciones de la 

institución del Ministerio Público Federal y particulumeote del Procurador General, como 

son el que lo designa consejero juridico del gobierno federa~ representante de la federación 

e interventor en las controversias que se susciten entre un estado y la federación, entre dos o 

más estados de la unión o entre los poderes de un mismo estado. (39) 

(38) Cfr. Ley de la Procuraduría General de la República Estudio Critico; No. ed. única; edil. P.G.R. 

México, 1976, pags. 44 y 67. 

(39) Cfr. Hemández Silva Pedro y otros. Op. Cit. pags. 146 y 147. 

68 



En consecuencia con lo anterior. El Doctor Sergio García Ramírez en su opinión, 

establece una diferenciación entre las atn1mciones personales del Procurador gcoeral, y las 

de la institución del Ministerio Público y las de sus órganos alL'<iliares, estIUcturados en la 

Procuraduría Geoeral de la República. (40) 

La segunda de las corrientes o poS1c1ones establece como ya lo dijimos 

anteriormente, la objeción a que se presuma el ejercicio de la acción pcoal al Procurador 

Geoeral por ser atn1mción exclusiva del Ministerio Público, establecii!ndose aquí una 

distinción entre lo que es el Proctirador General de la República y la institución del 

Ministerio Público Federal sin romperse con su integración, en la Procuraduría Geoeral de la 

República como su lugar de asiento y de organización. Pero estatuyéndose el carácter 

antagónico de sus funciones si se equipara al Procurador y la institución del Ministerio 

Público Federal en una sola figura jurídica, proponiéndose el deslinde de la calidad de 

Agente del Ministerio Público Federal a la jefatura de la inlilitución. Tomando el término 

constitucional de "presidir", en forma y con matices meramcote de n:laciones de 

jerarquización entre el titular de una dependencia centraliz.ada de la administración pública 

federal como lo es Procurador General de la República y el Ministerio Público de la 

Federación. 

Pero aquí cabe hacer un paréntesi.s en la exposición y análisis de esta teoria, para 

hacer alusión al histórico debate entre dos evidcotes juristas; Luis Cabrera y Emilio Portes 

Gil, cu el recinto del congreso jurídico nacional celebrado en la ciudad de México en el año 

de 1932, cuando el primero de ellos manifestó que: 

" ... Nuestra Constitución actual hace del Ministerio Público Federal un órgano del 

Poder Ejecutivo. El Procurador General de la República es un funcionario nombrado por el 

Presidente de la República, rernovible a voluntad y cuyo personal y sueldo esta listado en el 

capitulo del presupuesto asignado al Poder Ejecutivo". 

(40) Pii!a y Palacios Javier y otrco; Op. CiL pag. 389. 
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Mis aún, la constitución de 1917 hiZD del Procurador General de la República el 

abogado consultor o consejero jurídico del gobierno, es decir, del Poder Ejecutivo y la ley 

orgánica de secretarias coloca a la Procuraduria General de la República en la categoría de 

una semi-sccrewia de estado. 

" ... En estas condiciones no puede haber independencia ni autonomía en la función del 

Ministerio Público y esto es la causa de que no haya una verdadera independencia del Poder 

JudicW y no se logrará la total independencia de este mientras el Procurador de Justicia sea 

precisamente funcionario encargado de llevar la voz y hacer cumplir los mandatos del Poder 

Ejecutivo consecuente ... " ( 41) 

Por su parte el Licenciado Emilio Portes Gil, ilustra las palabras del Licenciado 

Cabrera. al decir que este sostiene lo siguiente: 

" ... El doble y casi incompatible papel que el Ministerio Público desempeña: por una 

parte como representante de la sociedad, Procurador de Justicia en todos los ordenes, y por 

otra parte como Consejero Jurídico y Representante Legal del Poder Ejecutivo, es algo que 

quizá en lo futuro se corrija constitucionalmente, separando esas funciones, que tienen que 

sernecesariamcote antagónicas ... (42) 

(41) Norieg¡i. AlfoNo; 'Leccionea de Amparo'; No. ed. quinta; edil Porrúa, Mexico 1980. pag. 350. 

(42) Cfr. Alva Leyva Samuel y ouos; Op. Cit. pag. 51. 
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En lo anterior se pone de manifiesto la confusión en que se habria incurrido, al tratar 

de deslindar la persona del Procurador y la del Ministerio Público Federal, argumentando 

que este último representa a la sociedad o al estado protegiendo sus intereses, de donde 

naturalmente es entenchole el carácter de indivisfüilidad, atn1ruido por la doctrina exlianjcra 

y recogida por la nuestra. Pero otra cosa distinta es la función del Procurador. Pero el 

Licenciado Emilio Portes Gil opina respecto del Procurador Gatera! de la República, lo 

siguiente: 

" ... Como Consejero Juridico del Gobierno, tiene una función propia y definida, 

autónoma, en la marcha de la Administración Pública y que su misión, en manera alguna 

opuesta a la de los Secretarios de Estado, o 1bsorbcotc de la 1trfüuciones de ellos, 

constituye un elemento de coordinación, de ponderación de justicia, que ha de significar un 

elemento de valor incalculable para reali7.ar en México un verdadero est1do de Derecho ... " 

(43) 

De aquí que Luis Cabrera propusiera la refoJDJI a la institución creándose por tal 

motivo el Ministerio Público en sí y por otra parte el Abogado o Procurador General de la 

República que defendiera exclusivamente los intereses del estado, como aquel los de la 

sociedad, pero a través de entidades juridicas sep1r1das tanto en su origen, dependencia y 

fines. Por su pll'le Emilio Portes Gil desechó y censuró la posición de C1brer1 YI que ésta en 

su opinión, no era la solución correcta, pues el problema real estno1 en el mal setvicio y 

calidad moral de los servidores públicos de la institución, haciendo un llamado o exhorto a 

estos para cumplir con los objetivos del Ministerio Público Federal Al respecto cabe hlcer 

la anotación, de que de esta colosal discusión juridica, nace la teoria en comento, claro que 

con todas y cada una de las proposiciones hechas por estos juristas, como se observara a 

continuación: 

(43) Rowat C., Manuel; " El Ombudsman"; No. ed. primera; ediL fondo de Cultura Económica. México 

1973. pag. 87. 
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Así siguiendo con el desarrollo de esta teoris, el LlcenciAdo Sócrates Huena Grados, 

al comentar la ley de la Procunduria General de la República de 1974, establece que en la 

constitución de 1917, aparecen las facultades del Procurador General de la República y por 

la otra las del Ministerio Público Federa~ que el preside, además de que ésta clara 

discrepancia se ve corroborada por la exposición de motivos de la ley que analiza, en el 

sentido de que: 

" ... El Ministerio Público tiene el deber de perseguir los delitos del orden federal y de 

vigilar que los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea 

pronta y expedita. 

•Al Procurador General de la República corresponde cuidar el estricto cumplimiento 

de la Constitución, actuar en su calidad de Consejero Jurídico del Gobierno, intervenir en los 

juicios de Amparo y personalmente en las controversias que se susciten entre dos o más 

Estados de la Unión, entre un Estado y la Federación o entre los Poderes de un mismo 

Estado por si o por medio de sus Agentes, intervenir en todos los negocios en que la 

Federación sea pano, en los casos de los Diplomáticos y los Cónsules Generales en los 

demás que deba panicipar el Ministerio Público de la Federación ... " ( 44) 

El anterior raz.onamiento del autor en cita, es debido a que el anlculo 2 de esta ley 

establecl.a la clasificación de atnlmciones del Procurador General de la República, y el 

anlculo 3 las del Ministerio Público Federal en fonna un tanto semejante. Pero a pesar de 

esto, no hay que perder de vista la jefatura del Ministerio Público Feder~ investidura que 

ostenta el Procurador General, plasmada en el articulo 102 constitucional y en el anlculol 

de la ley orgánica de la Procuraduría General de la República de 1974. 

(4-1) Cfr. Alva l.eyYa Sarnuel y otros; Op. Cit. 49 pag. 481. 
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Por último, el Llceociado Andrés Mendicut Solis manifiesta en tono enérgico el 

deslinde existente entre lo que es el Procundor y la institución del Ministerio Público 

Federal, ya que el artículo 102 constitucional le impone funciones y obligaciones dif=tes a 

las de la institución que se comeota. Arguyendo que si bien es cierto que aquel preside y 

tiene bajo sus ordeoes a los componentes del Ministerio Público Federal También lo es que 

con el tiene uoa jerarquiZJlción administrativa que esta institución ejerce por si misma, las 

facultades persecutorias de los delitos. Además de que el precepto constitucional antes 

invocado, le concede atributos personalisimos que al Procurador General que puede delegar 

en un Agente del Ministerio Público Federal e inclusive a un Abogado extraño a la 

Procuraduría, pero no pueden recfüir emplazamientos, ni contestar demandas si no es con la 

autorización expresa del Procurador General. En cambio, el ejercicio de la acción peoal, no 

requiere del conseotimiento de aquel Pues el Ministerio PUblico Federal quien ejerce en sí, 

siempre y cuando medie la interposición de la denuncia, querella o exciutiva 

correspondiente y la subsecuente incoación a proceso. (45) 

En conclusión podemos detertninar que la nueva ley orgánica de la Procuraduria y su 

reglamento, ha puesto bálsamo curativo a esta confusión que dejo por un lado las 

prevenciones de los artículos 21 y 102 constitucionales, los que le imponen la facultad 

exclusiva, monopólica y originaria, otorgada por nuestra norma suprema a la institución del 

Ministerio Público Federal, que es el ejercicio de la acción penal, entendiendo a la institución 

como un todo orgánico, que aunque claro, compuesta por personas fisicas llamadas Agentes 

del Ministerio Público y presidida o jefaturada por un Procurador General, éstos tcndrín por 

ende las atnlmciones propias de la institución en el ejercicio de la funciones del Ministerio 

Público Federal, materialiudas por la dependencia del Ejecutivo Fedenl denominada 

Procuraduria General de la República, la que será auxiliada para tal efecto, por las unidades 

técnico administrativas del apoyo que necesite. 

(45) Cfr. Ley de la Procuraduría General de la República Estudio Critico No.Edic. única Edil P.G.R. 

México 1976. Pag. 44 y 67. 
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De aquí que el artículo 2 de la ley orgánica de la Procuradwia General de la 

llepública de 1983, estableció las atnlmciones de la institución del Ministerio Público 

Federal y del Procurador General de la República que le preside, en términos conjuntivos y 

no disyuntivos. Aunque el artículo 1 O pínafo segundo de ésta misma ley determino las 

facuhades personales del Procurador General de la República no dclegables, establecidas 

también, por el artículo 102 constitucional 

El artículo 10 párrafo segundo del reglamento de la ley orgánica de la Procuraduria 

General de la República, prevé que el Procurador General podrá delegar sus facultades en 

SCIVidores públicos subahernos mediante disposiciones de carácter general o particular sin 

perder por ello la posi"bilidad de su ejercicio directo, salvo lo dispuesto en el artículo 4 de 

este reglamento, que menciona las atnl>uciones no delegables de aquél Esto relacionado con 

el artículo 10 de la ley orgánica de la Procuraduria General de la República y con el artículo 

29 de su propio reglamento, da como resultado que los servidores públicos a quien se les 

delegan estas funciones, son los Agentes del Ministerio Público Federal, y los titulares de las 

unidades técnicas y administrativas de la Procuraduria General de la República, que tendrán 

cuando asi lo requiera la naturaleza de sus fimciones, la calidad de Agentes del Ministerio 

Público Federal, de lo que se infiere que el Procurador no puede delegar todas atnlmciones 

de intervención personal que le otorga el artículo 102 constitucional 

En relación a lo anterior, es de comprenderse la aseveración que hace la segunda de 

las teorias señaladas en el presente trabajo, al asentar la distinción entre el Procurador 

General y la institución, debido a que la ley orgánica de 1974 no estimaba este fenómeno del 

derecho administrativo, ocasionando con ello una interpretación errónea de la jefatura del 

Ministerio Público de la Federación. 

Visto lo anterior, en mi concepto, ese antagonismo de funciones que señala el 

Licenciado Cabrera y sostenido por la segunda de la teorías a que se adujo en este estudio 

solo es aparente, ya que el Procurador ejercita sus funciones propias no delegables, no lo 

hace con el carácter de Agente del Ministerio Público Federal sino con la tónica de Abogado 

del Gobierno Federal 
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Por otn1 parte, cuando realiza los atn'butos inherentes a la jeliltura de la institución 

que preside, ejercitando por si o por conducto de sus Agentes el monopolio de la acción 

pmal y sus fitcuhades suscepU'bles de delegación lo hace como el primer Agente del 

Ministerio Público Federal 

Además, el Procurador General de la República es un servidor público dependiente 

del Poder Ejecutivo Federal, el cual tiene ticultades de nombrarlo y removerlo b'bremente y 

que para el desahogo de sus atnl!uciones en materia de procuración de justicia, designa a 

aquél como el superior jerirquico administrativo de la dependencia de la administración 

pública federal, denominada Procuraduria General de la República, que organizan y 

distnouye competencias a sus unidades técnicas administrativas, expidiendo reglamentos, 

manuales, acuerdos circulares para su debido funcionamiento. De aqui que el Procurador 

General es también, asu vez, jete de la institución del Ministerio Público Federal y titular de 

la Procuraduría General de la República. 
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CAPITULO TERCERO 

El 3 de septiembre de 1993 se publicó en el Diario Oficial de la Federacióo el decreto 

de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, por el cual, en uso de la facultad que 

le confiere el arúcu1o 135 constitucional, y previa aprobación de las Cámaras de Diputados y 

de Senadores del Congreso de la Unión, así como de la mayoria de las Legislaturas de los 

Estados, declara reformados los anículos 16, 19, 20 y 119 y derogada la fracción XVlll del 

anículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y con fecha 6 del 

mismo mes y ailo se publicó fe de erratas de dicho decreto. 

Las disposiciones aludidas serán observadas por los agentes del Ministerio Público 

Federal, de conformidad con el artículo primero transitorio del referido decreto, que dice: 

"Et presente Decreto entruá en vigor a partir del dia siguiente a su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto por el Artículo Segundo 

Transitorio•. 

A su vez el artículo segundo transitorio dispone: "Lo previsto en el párrafo primero 

de la fracción 1, del artículo 20 Constitucional del presente Decreto, entrará en vigor al año 

contando a putir de la pre.ente publicación". 

Lo anterior sigaificá que, con la salvedad del párrafo primero do la fracción 1 del 

mencionado artículo 20, las reformas aludidas se encuentran ya en vigencia desde el sábado 

4 de septiembre de 1993. 

La vacatio legis am"ba citada concluirá el 3 de septiembre de 1994, porque dicho 

término se inició el mismo dia de la publicación del decreto reformador, fecha a la que se 
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retrouaen los efectos de la fe de erratas, al no re<:aer sobre textos preceptivos. Dentro de ese 

pllzo lis respectivas legislatuns deben pre<:isar en lis leyes secundarias los delitos en que 

por su gravedad no procederá ll hñenad provisional bajo caución. Mienuas tanto, el 

Ministerio Público Federal estará impedido de aplicar el párrafo primero de la referida 

fracción 1 del anículo 20. 

Estas materias se rigen por el principio que sobre vigencia temporal de las leyes 

recoge el articulo 4 del código civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la 

república en materia federal, en el sentido de que si la ley "fija el día en que debe comenzar a 

regir, obliga desde ese día con tal de que su publicación haya sido anterior". 

Para ll interpretación y debida observancia de las disposiciones constitucionales 

reformadas, el Minil.terio Público Federal se sujetará a los siguientes criterios y lineamieotos, 

eo tanto ello no aparezca precisado eo los códigos federales respectivos, penal o de 

procedimieotos peoales. 

L Anlculo 16 comtilucional. 

Con rellción al articulo 16 constitucional se estableceo los siguíeotes criterios y 

lin~tos: 

LI. Se deberá observar que el primer párrafo del antiguo texto del anículo 16 da 

ahora conteoido a párrafos separados de ese precepto; por ello en lo sucesivo, CU111do se 

invoque éste, se precísuá a qué píaafo se está haciendo referencia. debe tenerse preseote 

que el párrafo primero actual reproduce eo forma inaherada la pane inicial del primer 

párrafo del texto antiguo, manteniéndose la garantía de que: ''Nadie puede ser molestado en 
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su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de Dllbdamiento escrito 

de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento". 

El Ministerio Público Federal, consiguientemente, como autoridad encargada de la 

función perae<:utoria de los delitos, está obligado, en cualquier fase de la averiguación previa 

que inliruya, a apoyar todos sus actos que puedan molestar a alguna persona, en razones 

suficientes para motivarlos y en la ·cita de preceptos legales que les presten el debido 

fundamento. 

1.2. El nuevo pírrafo segundo del artículo 16, que señala los requisitos para h"brar 

una onl<n de aprehensión, presenta las siguientes novedades importantes: 

Como se obliCIVa, el texto reformado mautieoe la exi¡¡encia de que la orden de 

aprdleosión sea dictada por la autoridad judicial y la de que exista previa denuncia, 

acuucióa o querella, pero en seguida, abandonando la antigua expresión de que se trate de 

un hecho determinando que la Ley castigue con pena corporal, habla ahora de "un hecho 

determinado que la ley sciiale como delito, sancionado cuando menos con pena privativa de 

libertad y existan datos que acrediten los elementos que integran el tipo penal y la probable 

reopoasalrilidad del indicado". De lo anterior cabe destacar: 

a) Que el delito de que se trate esté "sancionado cuando menos con pena privativa 

de libcnad". Si bien Cil exi¡¡encia es a primera vista para el juez, quien habrá de dictar la 

ordeb de aprehensión, también se hace extensiva al Minislerio Público Federal, en su 

condición de solicitante. Este, por ende, en los casos de consignación sin detenido, se 

atendrá a los criterios hasta ahora aplicados para la solicitud de orden de aprehensión, la cual 

sólo se hará si el delito de que se trate tiene asignado pena de prisión. 
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Por supuesto que el requisito de cuando menos con pena privativa de ltbertad, se 

satisface únicamente si la pena privativa de ltbertad no está señalada como ahemativa con 

otra que no afecte la libertad de la persona, pues de ser asf, y de acuerdo con la parte inicial 

del párrafo primero del artículo 18 de la Constitución, no puede haber lugar a prisión 

preventiva. Por tanto, al ocurrir esta situación sólo procederá solicitar orden de 

comparecencia. 

b) Que se acrediten los elementos que integran el tipo penal. Esta es una nueva 

expresión y un requisito que ahora precisa el párrafo segundo del articulo 16 para la orden 

de aprehensión; requisito que está acorde con el señalado por el anfculo 19 CODJtitucional 

para el auto de formal prisión o de sujeción a proceso. 

Los "elementos que integran el tipo penal" son los contenidos en la descripción típica 

hecha en la Ley; por tanto, dicha expresión debe ser entendida como equivalente a "cuerpo 

del delito", en términos del párrafo segundo del articulo 168 del Código Federal de 

Procedimientos Penales. Coosccuentemente, en ese &e11tido habrá que entender los 

contenidos de los artículos en que se menciona el cuerpo del delito, como son los artículos 

38 párrafo primero, 134 párrafo primero, 157, 161 fracción 11, 168 párrafo primero y 

sesundo, 180, 279 párrafo segundo y 422 fracción 1, del Código Federal de Procedimientos 

penales mencionado, o de otros ordenamientos en que se aluda a la Comprobación del 

cuerpo del delito, porque con esos textos no se hace sino usar una expresión equivalente a 

la arriba citada. 

En efecto, el párrafo segundo del an!culo 168 de ese Código Procesal Federa~ a 

partir de la reforma de 1983, tiene ya establecido: "El cuerpo del delito se tendrá por 

comprobado cuando se acredite la e>Cistencia de los elementos que integran la descripción de 

la conducta o hechos delictuosos, según lo determina la ley penal". Con ello se estableció 

una estrecha correlación entre los conceptos de cuerpo del delito y tipo penal 
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Por lo dicho, no se descana la validez de las disposiciones contenidas en los artlculos 

169, 170, 171, 173, 174, 175 párrafo último, 176, 177, 178 y 179 del Código Federal de 

Procedimicotos Penales, porque al usarse en ellas la expresión cuetpo del delito, 

simplemente establecen reglas específicas para que en los casos de los delitos e~11resamente 

scilalados, se tengan por acredibdos sus elementos. 

Como consecuencia de lo anterior, el Ministerio PUblico Federal sólo hará la 

consignación y la solicitud de orden de aprehensión, si con los datos que ha arrojado la 

averipación se han 1creditado los elementos de tipo penal del delito que se le atnouye al 

autor o participe, asi como la probable responsabilidad del indiciado, en los términos del 

párrafo primero del articulo 134 y párrafos segundo y tercero del articulo 168, ambos del 

Código Fodenl de Procedimientos Penales. 

Por elementos del tipo penal se entenderán los que basta ahora han dado contenido al 

cuerpo del delito, en términos del párrafo segundo del articulo 168 del Código Federal de 

Procedimientos Penales. Por lo tanto, en todos los IJtlculos del mencionado Código Federal 

que hacen referencia al "cuerpo del delito", esta expresión será considerada equivalente a 

"elementos del tipo penal", pudiéndose citar después de esta última expresión, entre 

plántesis, la de •cuerpo del delito". 

I.J. En el párrafo tercero del anículo 16 se ha recogido la materia regulada en el 

pimfu tercero de la fracción XVIlI del articulo 107 Constitucional, fracción que ha 

quedado derogada. Pero, a diferencia del plazo de "veinticuatro horas• utilizado por ésta, el 

párrafo tercero del anículo 16 establece ahora: "La autoridad que ejecute una orden judicial 

de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo 

su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionado por la ley 

penal". 
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El Minlllerio Público Fedenl debe tomar en cuenta lo anterior para poner sin 

dilación al inculpado a disposición del juez que dictó la orden, atendiendo a que la frase 

adveroial ahon usada evita que la presentación del aprehendido ante su juez se prolonguen 

hasta por "veinticuatro hons• (como se establecía antes de la reforma), aunque no sea 

necesario que esto ocwra, y al mismo tiempo permite justificar un cierto tiempo para la 

entrega por motivo de distancia. 

esta modificación constitucional repercutirá en el tratamiento que habri de darse a la 

fracción XX del articulo 225 del Código Penal para el Distrito Federal en materia de fuero 

colllÚD y pan toda la República en materia de Fuero Federal, la cual tipifica como delito 

contn In administración de justicia, cometido por servidor público: "Realizar la aprehensión 

sin poner al detenido a disposición del juez, dentro de las veinticuatro hons siguientes a 

ésta, según lo dispUCtllo en el articulo 107 fracción XVIII, púrafo tercero, de la 

corutitución, salvo lo dispuesto en el párrafo cuarto de la propia fracción ya aludida". Dicha 

reforma hace m.>osa'ble la aplicación de ese precepto punitivo, de acuerdo con el articulo 14 

tercer párrafo, de nuestra corutitución, que prevé la ganntia de que la ley se aplique en 

exacta coincidc:ocia con su texto escrito, y la supención de esa circunstancia solamente se 

conseguirá reformando el precepto en cuestión para reenviar al párrafo tercero del articulo 

16 COIUIÍIUcional. 

De lo expuesto deriva que de existir alguna averiguación previa referente al delito 

previsto en la fracción XX del articulo 225 del Código Penal Federal, el Ministerio Público 

debcri acordar el no ejercicio de la acción penal, proponiendo el archivo definitivo de la 

indagatoria respectiva, fundándose en el articulo 137 fracción IV, del Código Federal de 

Proccdimic:otos Penales, en relación con los articulos 14 pírnfo tercero de la constitución, 

56 y 117 del Código Penal en cuestión, aplicados por analogla (in bonam pancrn) los dos 

úhimos. 

En caso de existir algún proceso por dicho delito, et Representante Social Federal 

deberá promover el sobreseimiento de la causa con la h'bcrtad absoluta del inculpado o con 
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la 1:111celación de la orden de aprehensión pendiente de cumplimentarse, con fundamento en 

dartlculo 138 del citado Código Adjetivo, en relación con los artículos 14 párrafo tercero, 

de la C01151itución, S6 y 117 del referido Código Pena~ aplicados por aoalogía (también in 

bolllm partem) los dos úhiJnos. 

Esaos criterios se basan, en primer ténnino, en el párrafo ten:ero del artículo 14 

comtilucional que ettablece como garaotla de seguridad jurídica, proyectada como garantla 

de legalidad y procedimiento que: "En los juicios del orden criminal queda prohl'bido 

imponer, por simple analogía y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada 

por una ley exactammte aplicable al delito de que se ttata". Además se basan dichos 

criterios en la imposa'bilidad de aplicar el tipo penal rontcnido en dicho precepto, por haber 

desaparecido la norma a la cual éste hacía reenvío. 

L4. El párrafo cuarto del articulo 16 reformado se refiere al delito 0.grante, como 

uno de los casos de excepción en que puede procederse a la detención de una persona sin 

necesidad de orden de aprehensión de autoridad ju~ esubleciéndose para ese caso la 

obligación de poner al ddcnido "sin demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta, 

con la misma prontitud, a la dd Ministerio Públiro". 

Como lo anterior es una situación ya previsu, el Ministerio Públiro Federal estará a 

lo dispuesto por los artículos 123 párrafo tercero, 135 párrafo primero y 194 del Código 

Federal de Procedimientos Penales; teniendo presente que la detención del indiciado para 

e&ctoa invCllligatorios no podó exceder de cuarenu y ocho horas, romo lo prevé el párrafo 

séptimo del propio articulo 16 constitucional 

L5. El párrafo quinto del mencionado artículo 16 se ocupa de los casos urgentes, que 

ron los delitos 0.graotes constituyen excepciones a la regla general de que nadie puede ser 

aprehendido sino por maodato de la autoridad judicial Se trata también de una situación ya 

prevista por la Constitución y por el Código Federal de Procedimientos Penales, pero ahora 

con nuevos requisitos, como son: 
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A) Que se trate de "delito grave" así calificado por la ley. 

B) Que exista el riesgo fundado" de que el indiciado pueda sustnerse a la acción 

de la justicia y 

C) Siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por ru.ón del 

ahora, lugar o circunslancia. 

1.5.A Toda vez que la legislación penal (sus1antiva y procesal) vigente no precisa lo 

que debe entenderse por "delito gnve", que es una nueva exigencia pR'Vishi en el p.úrafo 

quinto del artículo 16 constitucional, mientras la Ley no prevea expresamente, no procederi 

la detención del indiciado por parte del Ministerio Pliblico Federal tratlndose de caso 

urgente, en términos del actual artículo 123 párrafo tercero, y 193 fracción U, del Código 

Federal de Procedimientos Penales. Por tanto, en es1os casos el Ministerio Pliblico Federal 

deberá solicitar al juez la correspondiente orden de aprehensión, si se cumplen los requisitos 

es1ablecidos en el párrafo segundo del mismo artículo 16 constitucional, de conformidad con 

los artículos 134 párrafo primero y 195 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

1.5.B. Una segunda condición para considerar que el caso es urgente, consisle en 

estar ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda suslJlerse a la acción de la justicia. 

Aunque esa condición cae en el terreno de la subjetividad, en cuanto a que el riesgo 

fundado de que el sujeto se suslraiga a la acción de la justicia se determinará por la 

apreciación que el Ministerio Pliblico o el juez, en su caso, realice de las circunslancias del 

caso concreto, no se debe dejar de considerar que tal apreciación ha de partir de la 

objetividad de dicha circunstancia, pues de otro modo se caería en una estimación arbitraria 

opues1a a una recta interpretación teológica. 
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Por lo 111tcrior, el Ministerio Público debe poner especi.tl atención en que las 

cin:unst111cias conducentes a establecer b urgencia, queden perfectamente pbsmadas en la 

averiguación previa a través de bs pruebas idóneas en el caso concreto, con el fin de que su 

mención y 111'1isis sirvan para constatar los requisitos sedalados. 

LS.C. La tercera condición establecida por el pírrafo quinto del artículo 16, para 

considerar un caso como urgeótc, estriba en que no se pueda ocunir ante b autoridad 

judicial por razón de b hora, lugar o circunstancia, datos éstos que al incorporarse a b 

norma sirven para conslatar la imposiñilidad efectiva de acudir ante b autoridad judicial, y 

as! también será real b legalidad de la actuación del Ministerio Público al ordenar b 

ddcnción del indiciado por motivo de urgencia. 

Aqul debe aclarane: en esta reforma se babb de "hora, lugar o circunst111cia"; pero 

como la "hora o llll!lr" son circunstancias, precisamente de tiempo y de lugar, debe 

mtenderse que se quiso decir "hora, lugar u otra circunstancia". 

LS.D. Para justificar tal orden, será necesario que en la averigu.ación previa 

reapectiva del Ministerio Público precise en forma clara y suficiente la hora, el lugar o 

aWquier otra circunstlllcia necearia para justificar racionolmente la imposi"bilid&d de acudir 

ante la autoridad judicial 

l.S.E. El Ministerio Público Federal debe prestar especial atención a los dispuesto en 

el pútafo quinto del anículo 16, que establece que en los casos urgentes podrá, bajo su 

re1ponsabiliclad, ordenar la detención del indiciado, fundl!ldo y expresando los indicios que 

motiven su proceder. 
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Lo anterior significa que si onleoa la deteoción sin fundarla y sin expresar los datos 

motivo de su proceder, o si la fundamentación o la expresión de tales datos no son 

raz.onablemente suficieotes para originar la detención sin vulnerar los derechos hUD11Dos del 

sujeto detenido, podrá incurrir en responsabilidades adminislrativas o de ouo ordeo, según 

las peculiaridades del caso. 

Por ello, el Ministerio Público debe poner especial cuidado en incluir en la 

averiguación las coDllllncias lllficientes pan apoyu la neceaidad de la urgcacia, al grado de 

infonnar de ellas al Director General de Aveñgua<ioae• Pre>ias o al delegado que deba 

conocer del asunto, eo calidad de caalUha pan recibir instrucciones. 

L6. El nuevo pímli> sexto dd aníado 16 introduce una diipollicióa novedosa, como 

co,,.ilemenlo a lo previsto en d párrúi> anterior, al prevenir: "En casos de urgencia o 

flagrancia, el juez que reciba la CCJIUipacióa del detenido deberá inmediatamente ratificar la 

decenc:ióa o clecretar la libelUd con las reaeavas de ley". Se trata de un conuol jurisdiccional 

de legalidad con relación a las deteociones, pan electos de detenninar si la detención 

realnmite fue hecha en ftagrancia o concurriendo los requisitos de la urgeocia. Dicha norma 

asigna a los jueces la importantísima responsabilidad de ratificar la detención, o h'berar 

inmediatamente al detenido. 

Como consecuencia de lo anterior, en el caso de que el juez, ante quieo se ha 

consignado un detenido en flagrancia o en caso urgente, decretará la "libertad con las 

reservas de ley", el Ministerio Público no impul!JllrÍ la resolución liberatoria que dicho juez 

llegue a dictar por estimar ilegal la detención del consignado por no haberse justificado la 

Oagrancia o la urgencia; pero, con los mismos elementos que sirvieron pan la consignación, 

el Ministerio Público solicitará desde luego la orden de aprehensión correspondiente, si 

procediere. 
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L 7. Fmalmente, y a diferencia de la regulación onterior, el anículo 16 constitucional 

... blccc ahon un pino, dentro del cual el Ministerio Público puede retener a una persona 

que ha sido detenida en las hipótesis de llagroncia o urgencia, previendo el párrafo séptimo 

del nuevo texto: "NingÍlll indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por mis de 

cuarenta y ocho hons, plazo en que deberá ordenarse su h'bertad o ponérsele a disposición 

de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse co aquellos casos que la ley prevea 

como delincuencia organiz.ada. Todo abuso a lo onteriormente dispuesto será sancionado 

por la ley penal". 

l. 7 .A. Al establecerse el plazo de retención hasta por cuarenta y ocho hons, la 

reforma conslitw:ional se ha encaminado a dos fines de indiscutible relevancia: 

a) Uno, en beneficio de loa indiciados, al darles seguridadjuridica que hasta hoy 

no exiitla plumada en la Constitución, de que el hecho de estar involucndos 

en WLI averiguación pnMI no habrá la posi'bilidad de una detención indefinida 

en m dunción, sino que, como regla genenl, esa detención no pueda exceder 

de cuarenta y ocho horas; 

b) Olto, en beneficio de la sociedad y de la víctimas y otros ofendidos, al contar el 

Ministerio Público con un plazo nzonable para integrar la averiguación previa 

correspondiente. 

Confurme a lo onterior, ninguna persona podrá ser retenida para efectos de 

inv~ción por más de cuarenta y ocho hons, plazo en el cual el Ministerio Público 

Federal ordenará la h'bertad del indiciado o su puesta a disposición de la autoridad judicial 

El actual articulo 134 párrafo tercero, del Código Federal de Procedimientos Penales, prevé 

la consecuencia procesal para el caso de que la detención exceda dicho término; por lo que 

se estará a dicha previsión. 
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l. 7.B. Se establece, asimismo, la posi'bilidad de prolongar la detención duplicándose 

el plazo de cuareota y ocho horas, en aquellos casos en que la ley prevea como "deliocueocia 

orglllizada". 

La duplicación del plazo de retención resulta explicable si se toma eo cuen!I el gran 

desarrollo alcanzado por ciertos tipos de deliocueocia, con estructura orglllizada, 

disposición de ~llsimos recursos financieros, uso de urnas y vehículos de toda especie, asi 

como los ilimitados complementos logísticos, con lo cual esti la posa1Jilidad de cometer 

delitos de tal magnitud que la integración de las averiguaciones referidas a ellos se hace 

mucho más compleja por la amplia capacidad que los delincuentes tieneo que ocuhar o 

eliminar huellas de sus comportamieotos ilegales y de silenciar por diversos medios a 

testigos y a víctimas. 

Mientras no se precise en el Código Penal para el Distrito Federal en Materia de 

Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal, o en alguna ley penal 

especial, los casos que se han de considerar como "deliocueocia organiz.ada", oo se podrá 

aplicar la disposición que automa la duplicación del término de retención de los iniciados 

por los hechos considerados con ese carácter. 

Consiguientemcote, en tanto no se llegue a expedir la norma definidora indispeosable 

para complementar la disposición coostituciooal, en todos los casos en que con motivo de 

una averiguación previa el Ministerio Público Federal tenga a su disposición a Wl probable 

responsable, deberá ordenar su h1Jertad o ponerlo a disposición de la autoridad judicial 

deotro del plazo míximo de cuaren!I y ocho horas, para oo incurrir en responsabilidades. 

1.8. En las prevenciones que en el articulo 16 se refieren a las órdenes de cateo y en 

los párrafos subsiguieotes no se hizo reforma alguna. Por lo que, en esos casos el Ministerio 

Público Federal seguirá aplicando los criterios y lioeamieotos hasta ahora vigentes en la 

legislación, como se prevén en los articulas 61 a 70 del Código Federal de Procedimientos 

Penales. 
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CAPITULO CUARTO 

"1.- LA J/IGIL4NCIA DE LA CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD 

Esta &cultad es tal vez de las consideradas como de las de más aha jerarquía entre 

las variadas que le corresponden al Ministerio Público Federa~ y precisamente aquí es donde 

puede aplicarse con mayor claridad cómo éShl institución tiene carscteres distintos de su 

condición de órgano como intereses o fines institucionales propios, para colocarse en una 

actitud exclusiva al servicio de la constitucionalidad y legalidad, es decir, que es donde más 

resalta el carictcr de repreSC11tanto social que posee el Ministerio Público, asl como también, 

su actividad pone de manifiesto la juridicidad del estado de derecho. 

ED ateoción y desarrollo de las ideas •"!'resadas, debemos seilalar que el aniculo 3 

de la ley orgánica de la Procuraduría General de la República, comprende esencialmente 

cuatro aspeccos que sin perjuicio de otros semejantes, determina la vigilancia de los 

privilegios de constitucionalidad y legalidad. 

El primero de ellos, se refiere a la interveoción del Ministerio Público, como pane de 

todos los juicios de ~aro promovieodo la estricta observancia de la ley y la protección del 

interés público eo términos establecidos por el aniculo I07 fracción XV, constitucional y la 

fracción IV, del anículo 5 de la ley de amparo. 

Por otl1I pane la circular número 1/84, •"Pedida por el Procurador General de la 
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Rqiública, publicado en el diario oficial de la federación del 24 de abril de 1984, estableció 

que esta elevada función correspondería al Ministerio Público Federal quien representa el 

interés social, como parte constante en los juicios de amparo, debe considerarse como una 

garanúa para los gobernadores, ya que éste actúa mediante la vía de control de los actos de 

autoridad, como lo es el juicio de garanúas, preservando su misión constitucional y legal de 

la vigilancia de la observancia de los principios de constitucionalidad y legalidad. 

Resaltándose por lo anterior la representatMdad social que ostenta la institución del 

Ministerio Público Federal debido a que por mandato constitucional el Procurador, o el 

Agente que al efecto designe, será parte en todos los juicios de amparo donde a su juicio 

exista interés público, interviniendo en forma autónoDlll respecto de la autoridad 

responsable, del quejoso y del tercero perjudicado si to hubiere, con efectos de regular que 

en el procedimiento se obsetVen los preceptos constitucionales y legales aplicables. 

El segundo aspecto que se comenta se refiere a las propuestas de reformas 

legislativ10, hechas por el Procurador al Presidente de la República, para la exacta 

obsetVancia de la constitución. Estas reformas presuponen leyes secundarias o reglamentos 

administrativos que discrepan con nuestra norma suprem1, o bien que necesiten adecuarse a 

la realidad social vigente, por ser un tanto anacrónicas las regulaciones de los textos de las 

mismas mediante reformas que sugieran alguna adición, abrogación o derogación, de éstas, 

siempre y cuando se trate del ámbito federa~ ya que en el local se sugerirán por los 

conductos legales conducentes a las autoridades de la respectiva entidad federativa. 

El tercero de los aspectos englosados en el articulo 3 de la ley señalada 
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111tcrio~tc, es el que se refiere a la vigilancia de la aplicación de la ley en todos los 

lugares de detención, prisión o reclusión de reos federales, sobre la cual es de seilalarse que 

al aparecer la comisión de un illcilo en tales instituciones, el Ministerio Público Federal 

sujeto al deber de denuncia, (así corno todos los funcionarios públicos y gobernadores en 

general) ha de poner el hecho en conocimiento de la autoridad común que deba iniciar la 

averiguación previa, o bien, absorber bajo su propia competencia, en el supuesto de que se 

trate de delitos federales. 

Al respecto, cabe mencionar que esta facultad de supervisión no implica que deba 

integrar la averi¡¡uación previa correspondiente el órgano que realiu esta atribución, el cual 

es la contraloria interna, ya que por distribución de funciones establecidas en la 

procuraduría, le corresponderla en todo caso a al dirección general de averiguaciones 

pmiias. Si de esta investigación se arroja la comisión de un delito del orden federal en cuya 

cimmstancia aquéDa deberá ínmediatlUICtltc substanciarlo. 

Otra de las facultades a que alude el precepto de la ley orgánica antes mencionada, es 

la rclalÍva a la recepción de quejas formuladas por particulares, que no constituyan delitos 

del orden federal. sea que dichas quejas se hagan en contra o con respecto a órganos de la 

ProcuradlllÍa General de la República, o bien, que se produzcan en relación con otras 

autoridades, que en especie pueden ser federales o locales, reuniéndose asi con ésta 

atribución en conjunto, la vigilancia de los principios de constitucionalidad y legalidad. 

Sobre esta última facultad se hacen comentarios profundos en el capitulo correspondiente. 
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En relación a la primera de las facultades señaladas anteriormente, el Doctor 

Juventino V. Castro, manifestó el 6 de febrero de 1985, en el recinto parlamentario de 1857, 

en el palacio nacional, con motivo de la celebración de la U semana cívica de la constitución 

política de los Estados Unidos Mexicanos, organizada por el departamento del Distrito 

Federa~ en el sentido de que en el juicio de amparo jamás puede faltar la intervención del 

Procurador General de la República, por sí o por medio del Agente del Ministerio Público 

Federal que al efecto designare, es porque dicho proceso es siempre de carícter público, 

constitucional; las garantías constitucionales o derechos humanos son siempre derechos 

públicos subjetivos, intocables por quienes han protestados respetarlos; y los intereses que 

deben calificarse siempre conciernen a un país que en todo momento se ha preocupado por 

que su texto fundamental prevalezca sobre intereses particulares o conveniencias 

individuales, de tal forma que siempre exista dentro del amparo no sólo voz, sino una parte 

activa que tenga una motivación y una finalidad distinta y perfectamente diferenciada del 

quejoso agraviado, de la autoridad o autoridades responsables y de los postoles terceros 

perjudicados. 

De lo anterior, puede concluirse que, el Ministerio Público Federal es el agente en el 

que el Procurador General delega funciones, para actuar como parte a favor de la 

constitución y de Ja ley, por lo cual debe entenderse que su actuación en éste renglón cobra 

una dimensión de mayor relieve y por lo tanto se convierte en parte social, ya que no aboga 

por intereses juridicos propios, ni tampoco representa a los otros interesados eo los 

conflictos, sino muy por el contrario, desliga su criterio tanto del quejoso y del tercero 

perjudicado, obteniendo así una singular función que es la de velar por la estricta aplicación 

de la ley y de una pronta e>q1edición de justicia. ( 46) correspondiente. 

(46) Cfr. Hemández Silva Pedro y Otroo. Op. Cit Págs. 146 y 147. 
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A mayor abundamiento, bajo el rubro de la vigilJncia de la constitucionalidad. se 

acentúa la mcuhad personal del Procurador para proponer rerormas legislativas que 

conduzcan a la peñecta observaocia de la constitución. 

El Doctor Juventino V. Castro, en la citada conferencia, hizo alusión al respecto que 

contempla la fracción Il de la ley orgánica de la Procuraduria y que precisamente como 

aml>ución del Procurador General, la poS11>ilidad de proponer al Presidente de la República, 

las reformas legislativas necesarias para la exacta observancia de la constitucionalidad, 

ailadió además, que la retorma de las normas locales institucionales se seguirá por los 

coaductos legales pcn.inentes. Hizo patente también, que esta atnl>ución se deriva del hecho 

de que el Procurador General, por la forma activa en que interviene en el amparo, por ser el 

representante litigoso de la federación, por ser el consejero juridico del gobierno, en fin, 

porque es el funcionario dedicado en forma especializada a esa supervisión del actuar 

conforme a lo constitucionalmente estatuido, es el abocado a proponer al Presidente de la 

República los ajustes legales requeridos, dadas las de...Uciones al más alto nivel normativo. 

Toda jurisprudencia con declaratoria de inconstitucionalidad; toda inteipretacióu de nuestro 

más alto tnl>unal que señale un correcto entendimiento de las disposiciones legales; todo 

estudio cuidadoso de la forma de enriquecer nuestras normas jurídicas dentro de la justicia 

social; podrá traducirse en leyes, en tanto, los Poderes Ejecutivo y Legislativo , a instancia 

del ProCUl'ldor, lo consideran conveniente y armoniz.ador. 
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A mayor abundamiento, bajo el rubro de la vigilancia de la constitucionalidad, se 

acentúa la facuhad personal del Procurador para proponer reformas legislativas que 

conduzcan a la perfecta observancia de la constitución. 

El Doctor Juventino V. Castro, en la citada confurencia, hizo alusión al respecto que 

contempla la fracción O de la ley orgínlca de la Procuraduria y que precisamente como 

atnüución del Procurador General, la posibilidad de proponer al Presidente de la República, 

las reformas legislativas necesarias para la exacta obseivancia de la constitucionalidad, 

Wdió además, que la reforma de las normas locales institucionales se seguirá por los 

conductos legales pertinentes. Hizo patente también, que esta atnoución se deriva del hecho 

de que el Procurador General, por la forma activa en que inteiviene en el amparo, por ser el 

representante litigoso de la federación, por ser el consejero juridico del gobierno, en fin, 

porque es el funcionario dedicado en forma especializada a esa supeivisión del actuar 

conforme a lo constitucionalmente estatuido, es el abocado a proponer al Presidente de la 

República los ajustes legales requeridos, dadas las desviaciones al más aho nivel normativo. 

Toda jurisprudencia con declaratoria de inconstitucionalidad; toda interpretación de nuestro 

más alto tribunal que señale un correcto enteodimieoto de las disposiciones legales; todo 

estudio cuidadoso de la forma de enriquecer nuestras normas juridicas dentro de la justicia 

social; podrá traducirse en leyes, en tanto, los Poderes Ejecutivo y Legislativo , a instancia 

. del Procurador, lo consideran conveniente y arroonil'.ador. 
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4.2.- LA IMPUGNACION DE SENTENCIAS POR EL MINISTEllIO PUBLICO 

FEDEllAL 

El articulo 7 de la ley orgánica de la Procuraduría General de la República, mcrcce 

especúl atención a su fracción III, en lo remeute a la impugnación de sentencils penales 

definitivas que causen agravio a los intereses juridicos de la comunidad, cuya representación 

corresponde al Máiistcrio Público Federal. 

Si bien es cieno que el artículo 107 constitucional, prevé en su fracción I. que el 

juicio de amparo se seguirá siempre 1 instancia de parte agraviada y, en su fracción 11. 

establece que la sentencia será siempre tal y que sólo se ocupe de los individuos puticulares, 

pero cuando sea una persona moral, la ley de amparo en su artículo 8, dice que siempre y 

cuando sean personas morales privadas, podrán pedir amparo por medio de sus legítimos 

representantes; y al respecto de las personas morales oficiales la ley de referencia, indica que 

éstas podrin ocunir en demanda de amparo, por conducto de los fimciooarios o 

representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclamen afecten los 

intereses patñmoniales de la nación. 

En lo que retpecta al Ministerio Público, se h.t asentado que este funcionario es un 

custodio de la ley, encomendado a vigilar que se mantenga la pureza de la 

constitucionalidad, cuando el Procurador deleg1 su función y al respecto de las garantías 

individuales y le corresponde regular a él mismo, y además colaborar con la autoridad en el 

control de la recta tromitacióo del procedimiento. Así pues, la Suprema Cone de Justicia de 
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la Nación ha sostenido repetidamente que si bien es cierto que de acuerdo a la ley de 

amparo, el Ministerio Público Federal es parte en el juicio de garantías, también lo es el que 

no tiec.e el carácter de contendiente, ni de agraviado, sino de parte reguladora del 

procedimieoto. Así también lo estima el Maestro Alfonso Noriega, al decir que " ... El 

Ministerio Público Federal en el juicio de amparo, es un tercero que actúa con interés de la 

Ley, por tanto, no es en verdad parte en la controversia, puesto que en su funcióo tal y como 

sostiene la jurisprudencia es regalador del procedimiento, de equihl>rador de las peticiones 

de laa demás panes ... • (47) 

En relación al pensamiento que antecede, el Licenciado Femando Baeza Meléndez 

dice que cabe pmsar en la creación de UD recurso de revisión en contra de la sentencias de 

smda instancia hl>cratoria ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a semejanza de lo 

eslablecido ea el código fiscal de la federación en donde la autoridad puede impugnar las 

resoluciones del Tnl>unal FJSCal de la Federación contraria a ella. Aquí el abo tn"bUDal no 

interviene como órgano de amparo, sino con lilcuhades para resolver UD recurso 

administrativo. Aunque en este supuesto, el recurso de revisión seria una tercera instancia y 

por lo tanto instituciona~ lo que para su validez requerirá de la modificación de diversas 

cláwulas comtitucionales. (48) correspondiente. 

(47)PiñayP:llacioo Javier y Otros. Op. Cit Pág. 389. 

(48) Norie&a Adolfo, Lecciones de Amparo, No. Edic. quinta. Edil. Pomla. México 1980, pág. JSO, 
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Al respecto es necesario determinar que ea lo que entendemos por ÍlllWlcia. 

Comprendiéndola como el cúmulo de procedimientos o actuaciones realizadas ante un 

mismo juez, hasta que recae sentencia dictada por el mismo. Pero como el órgano 

jurisdiccional no es in&b1ile, la constitución le ha marcado un número de no mis de tres, a 

causa de no producir dilaciones, tardanzas o perjuicios en los proccdimimtos penales, en 

caso de que aquellas fueran numerosas. 

En atención es obli¡atorio aludir que el artículo 23 de la Coruüución de 1917 

vigcote, establece lo mismo que fijaba el artículo 24 de la Constitución de 1857, en el 

sentido de que ningún juicio del orden penal podrá tcoer más de trca instmcias. Es decir, que 

todo procedimiento criminal puede poseer un número de dos o tres instancias, pero nunca 

mayor al de esta úhima cmtidad. Con lo que se desecha la posibilidad de impugnar una 

resolución dictada en tercera instmcia mediante uoa cuarta. Aclarmdo que no debe 

eotcodcrsc como una instancia ws el juicio de amparo, ya que es un juicio autónomo, es 

preservar la pureza de la constitución, atacando las 'lliolaciones que los actos de la 

autoridades, las resoluciones judiciales o de autoridades administrativas y las leyes 

secundarias lugao a la misma. 

Consccuentcmeote no conadcramos acertado que sea anlÍCODJIÍIUcional, al aipucsto 

de establecer un recurso de revisión para el Ministerio Público federal, por el hecho de estar 

en presencia de una tercera instancia, ya que el propio articulo 23 constitucional asi lo 

permite, al decir textualmcote que " ... Ningún juicio del ordco criminal deben tcoer mb de 

tres instancias ... •; o sea. que de establecene cuatro o más instancias seria violatorio de este 

95 



atlcuJo y por lo consiguiente anticonstitucional Pero en lo que si estoy de acuerdo es eo lo 

relativo a la reforma constitucional que debe hacerse antes de legislar al respecto, el artículo 

104 fracción l, · párrafo primero, de nuestra ley fundamental a fin de elevar a rango 

constitucional este tipo de revisión eo materia criminal. como sucede en la de tipo fiscal. 

En tal forma que la creación de un recurso de revisión de la aplicación para el 

Ministerio Público Federal. en contra de las resoluciones hoeratorias dictadas por el tribunal 

de aliama que causen agravios a los intereses jurídicos y sociales que representa aquél, seria 

plawible en cuanto a que quedaria en opción de cumplir satisfactoriamente sus importantes 

mmooes como Representante Social y vigilante de la observancia de la constitucionalidad y 

de la ley. Aunque esto podría quedar sujeto al principio de justificación de las rB7.ones que 

determine la importancia y trascendeocia de la controversia para el interés público, por parte 

del Ministerio Público Federal 

Esta filcultad que le concede al Ministerio Público Federal la ley orgánica de la 

Procuraduría General de la República, no debe confundirse con t. impugnación mediante 

recunos ordinarios, que la propia ley menciona separadamente, al final de la fracción 11 del 

arúc:ulo 7, y que ya existe en el sistema actual de enjulciunleoto, que no es materia de este 

capitulo. 
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<l.3.- LAS FUNCIONES DISTINTAS DE LA PERSECUTOitM DEL 

MINISTERIO PUJILICO FEDERAL 

La nueva facultad que ha integrado la ley orgánica de la Procuraduria General de la 

República en su anlculo 3 úhimo párrafo, mencionadn anteriormente en la ley de la 

Procuraduría del Distrito Federal de 1971. otorga al Ministerio Público de la Federación, 

dentro del rubro de su facultad de vigilancia de la observancia de la constitucionalidad y 

legalidad, un cieno parecido a la actividad del "Ombudsman" sueco y finlandés. 

En vinud de lo anterior considero pertinente establecer un breve bosquejo del 

"Ombudsman", antes de comentar esta importante atnlmción de la institución, así pues, la 

palabra "Ombud" se refiere a una persona que actúa como vocero o representante de otra. 

Esta institución parece remontarse al siglo XVI y al gobernador de la corona tanto en 

Suecia como en Fml.andia, unidas entres si tres siglos atrás. 

Su evolución nunca perdió de vista su objetivo principa~ consistente en la vigilancia 

de los actos de los funcionarios públicos para defender a los particulares contra la actuación 

ilegal de la administración pública. 

Así que, en países como Noruega y Dinamarca, además de los ya citados, la institución del 

"Ombudsman" o defensor del ciudadano está prevista como una manera de que el 

parlamento vigile el cumplimiento de las leyes. A pesar de que las oficinas de los 
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•()mbu4-es" gou de U11A lota! autonomía en relación con aquél, el cual no tiene 

derecho a indicarle directrices que deba seguir. 

El "Ombudsman", es un funcionario que reci'be e investiga las quejas de los 

ciudadanos contri los actos injustos del gobierno. 

En Suecia ia cancilleria de justicia, es la institución que sirve como medio general de 

control de la administración estatal desde el punto de vista de L'I legalidad. Sin embrago, 

pronto se sostuvo que el canciller no tenía suficiente independencia del gobierno para poder 

proteger a los ciudadanos eficamiente, por lo que surgió que las autoridades públicas 

deberian esiar controladas mnbién por una oficina enteramente independiente del gobierno. 

Optando como solución a esto, la creación del "Ombudsman" como institución cuando se 

creo ia nueva constitución de 1809. 

• ... Desde luego, la actividad del "Ombudsman" relacionada con las quejas de los 

individuos tienen proporciones nrucho mayores. Cuando un ciudadano considera que ha sido 

tratado injustamente por una oficina o un funcionario público, generalmente encontrará más 

natural recurrir al "Ombudsman" como representante del parlamento y del propio votante. 

Por otra pute, si una oficina pública desea que se examine y verifique ia creación de alguna 

acción, personalmente recurre al canciller de justicia, como consejero de la au10ridad 

superior de la oficina ... {49) 

(49) Cfr. Alva Leyva Samuet y Otros Op. Cit. pág. S 1 
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El "Ombudsman" tiene una gran b'bcrtad para decidir acerca de la dirección de su 

actividad de vigilancia, aunque en sí, queda dctenninada principalmente por las quejas que le 

hacen llegar los ciudadanos, presentadas por escrito, sin perjuicio de que alguien 

descontento con la decisión de un funcionario acuda ante el "Ombudsman" o alguno de sus 

a!iistentes y presente el caso verbalmeote. 

Ahora bien. el problema de exponación de esta inllitución a otros paises, se 

encuentra en razones históricas, de ideologí.a política y del caricter de calidad subjetiva de 

sus habitantes, entre otras cosas, de lo que resulta que no es fícil su adecuación completa en 

otras naciones. 

De lo anterior, podernos resumir que en articulo 3 úhimo párrafo de la ley orgánica 

de la ProcuraduriA General de la República, se plantea el problema de que esta institución no 

puede resolver por si misma los conflictos que exceden de su competencia, pero tampoco 

puede ni debe desatender las quejas que reciñe y li:uSlrar con ello las posfüilidades de 

justicia, de la población. Por ello es que el mencionado anículo señala que cuando los 

particulares prescnteo al Ministerio Público Federal quejas por actos de las autoridades, 

aquél pondrá los casos denunciados en conocimiento de quien legalmeote deba resolver a los 

interesados sobre la ateoción que juridicameote corresponda al asunto de que trate. 

• ... En tales hipótesis, es obligación del Ministerio Público actuar, no absteoerse. 

Empero, obviamente carece de atnbuciones de imperio sobre las autoridades contra las que 

se enderece la queja o la instancia del particular. Por eso, su obligación se contrae, a poner 
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tormalmcnte la queja o la instancia, en conocimiento de la autoridad competente y a orientar 

legalmente al particular sobre la atención que proceda, sin que ello apareje, en modo alguno 

que se constituya en representante o gestor oficial del quejoso ... " 

En realidad, lo que aqul se intenta es la prudente intervención por pane del 

Ministerio Pliblico para prevenir y resolver conllictos. En éste interés aflora el génneo de lo 

que pudiera ser, con las modalidades y correcciones que las circunstancias y la experiencia 

exija, un "Ombudsman" mexicano. 

Otro asunto, que amerita reflexiones mis profundas. es el hecho de que esta especie 

de "Ombudsman" depeode del Poder Ejecutivo. Es frecuente que se acoja, en una u otra 

forma, bajo el Poder Legislativo y se le confiera autonomia ante los órganos del gobierno. 

Sin embargo, hay también experieocias, eo el campo mundial en que ha prosperado el 

"Ombudsman" favorables a su inclusión bajo el Poder Ejecutivo. Sea de esto lo que fuere, en 

todo caso es muy imponante la apertun hacia un nuevo horizonte de tutela de derechos 

individuales, que en esta forma inicia la ley orgánica de la Procuraduria General de la 

República. (SO) 

(SO) Rowal C. Manue~ "El Ombudlman", No. Ed. Primera: Fondo de Cultura Ecooómica; México 1973 

100 



En consecuencia, debido a la distn'bución de competencias que r..iiz.a la 

Procuraduría General de la República, ésta unidad recae en la unidad técnica y administrativa 

de apoyo a la institución del Ministerio PUblico Federal, llamada contraloria interna de 

acuerdo a lo estipulado eo el articulo 9 fracción m, del reglameoto de la ley orginica de la 

Procuraduría General de la República. 

CONCLUSIONES 

t.- La Constitución de 1917 y sus Leyes reglamcntarias de los artículos 21 y 102, 

determinan que la Procuraduría General de la República en este c1110, es una Dependencia de 

la Administración PUblica Central del Poder Ejecutivo Federal, y ya no integrada por el 

Poder 1udicial o en una Secretaria de 1usticia, como lo establecía la Constitución de 1857, 

Secretaria que fue suprimida por el articulo 14 transitorio de nuestra Carta Map el cual es 

especifico y concreto al establecer• Articulo Décimo Cuarto.- Queda suprimida la Secretaria 

de 1usticia" Lo que a mi parecer fue una determinación bastante acertada, dado que las 

funciones del Ministerio PUblico se velan obstaculiudas y casi siempre anuladas, po lo tanto 

la Administración de 1usticia era negada a los desafortunados que llegaban a tener algún 

problema judicial ya que el representante social y vigilante de la bueoa administración de 

justicia se encontraba subordinado a dicb.a Secretaria y con tal supresión de éita se han visto 

los cambios favorables para la ciudadanía. 

2.-. El articulo 16 constitucional, eo muchas oeasionea ha sido motivo de controverias y 

malos manejos de la administración y procuración de justicia, es una de las garantias 

individuales, de mayor demanda en los jtúcios de amparo, dada su sensi'bilidad y delicadeza 

con la que se debeo manejar, todos y cada uno de los reqtúsitos establecidos por este 

artículo y sus párrafos, por lo tanto creo que es indispensable la buena y eficiente 
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interpretación y entendimiento de este, tanto por las autoridades, como por los litigantes y 

los ciudadanos en general, así pues, es que realizo este trabajo con la idea fundamental de 

proporcionar una con tnlmción al fantástico trabajo elaborado por el H. Congreso de la 

Unión al llevar a cabo estas reformas, las cuales además de proporcionar mayor seguridad 

juridica, fortalecen la tarea investigadora del Ministerio Público Federal ya que en su 

dclenninación dentro de la averiguación previa de consígnar o no, éste decide sí se le da 

inicio a un proceso o no, síendo esta intervención del Ministerio Publico Federal decisiva y 

fimdamental dentro de los procesos judiciales. 

3.- En el Juicio de Amparo, El Ministerio Publico Federal, es el órgano del ejecutivo en el 

que el Procurador por disposición Constitucional, en el que el Procurador delega sus 

filcuhades para actuar como parte, a filvor de la Constitución y de la Ley, ya que, no aboga 

por hecho• juridicos propios, ni tampoco representa a los otros interesados en el juicio, síno 

que, muy por el contrario, desliga su participación de la del quejoso y la del tercero 

perjudicado, llevando a cabo de esta manera, una síngular función, que es la de velar por la 

Cllricta aplicación de la Ley y pronta ministración de justicia. 

dentro de este juicio, la figura del MinistrioPublico Federal es sobresaliente, ya que apesar 

de no ser quejoso ni tercero perjudicaso, es pane en éL como lo establece el Anículo 107 

Fracción XV de la Constitución General de la República, y aunque para muchos, la figura 

del Ministerio Publico Federal, en este juicio no es de trascendente imponancia, ya que se 

dice, "al Ministerio Publico Federal se le oye pero no se le toma en cuenta", al elaborar éste 

... pedillmltos de Amparo. 

Yo concluyo que: de no ser por la vigilancia que desempefta el Ministerio Publico Federal 

las pruebas que apona el estudio exhaustivo que desarrolla de los autos y sus pruebas, y asi 

de todas y cada una de sus actividades, este juicio no seria como lo es, la uhima instancia 

para resolver cualquier controversia, ademas si la figura del Ministerio Publico Federal no 

tuviera valor alguno, no se tomarían encuenta los recursos interpuestos por eL ni se tendria 

que llegar al Tn"bunal Colegiado de Circuito o a la Suprema Cone de Justicia para resolver 
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